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número 014 de 2001 Senado, 227 de 2001 Cámara en Segunda Vuelta, 
por medio del cual se adiciona el artículo 93 de la Constitución

Señor Presidente, honorables Senadores:
Dando cumplimiento al encargo que usted me ha conferido, presento 

ante la honorable Comisión Primera de Senado el siguiente informe de 
ponencia para primer debate en segunda vuelta sobre el proyecto de la 
referencia.

Introducción
Se inicia en el Congreso el estudio en una segunda vuelta del 

proyecto de Acto Legislativo por medio del cual se adiciona el artículo 
93 de la Constitución Nacional. El establecimiento de una Corte Penal 
Internacional ha constituido una vieja aspiración de sectores 
mayoritarios de la comunidad internacional, quienes vieron impedido 
este cometido por el bloqueo producido por las prevenciones de las 
principales potencias dominantes durante la guerra fría.

El derecho internacional de los derechos humanos y el derecho 
humanitario requerían el desarrollo de un mecanismo administrador de 
justicia que se ocupara de las responsabilidades individuales sobre 
conductas violatorias de dichas normas. Los Tribunales Internacionales 
permanentes y otros mecanismos existentes sólo se ocupan de 
responsabilidades de los Estados. Dos tribunales ad hoc fueron 
establecidos por las Naciones Unidas en los años noventas para 
conocer responsabilidades individuales.

Hoy está abierto a la ratificación de los Estados el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional. Allí se establecen las normas generales de 
competencia, las garantías y las normas básicas de estructura y 
funcionamiento de dicha Corte. Ella actuaría como mecanismo 
complementario de las jurisdicciones estatales. Además, se consagra 
que ella adquiere competencia cuando se determine que el Estado está 
en incapacidad de administrar justicia o le falte voluntad para hacerlo 
respecto al caso concreto. Su competencia, dados los umbrales 
establecidos, se circunscribe a conductas de extrema gravedad.

El Estado Colombiano y el movimiento nacional de los derechos 
humanos realizaron una presencia activa en las jomadas finales de 
elaboración del Estatuto desde 1996. Este fue aprobado en Roma por 
120 Estados y fue firmado por el Gobierno del Presidente Andrés 
Pastrana en el primer semestre de su mandato.

Le ha correspondido a la sociedad civil y a algunas fuerzas parlamentarias 
poner de presente la importancia de este mecanismo no sólo para la 
humanidad sino particularmente para la situación de Colombia. El proceso 
simultáneo de guerra y de diálogos que se vive en el país, no puede 
desarrollarse con la premisa implícita de la garantía de la impunidad con 
las atrocidades cometidas por todos los actores armados.

A pesar de la existencia de la jurisdicción universal sobre una serie 
de crímenes de guerra y lesa humanidad, la aprobación del Estatuto de 
la Corte Penal Internacional, su ratificación y su efectivo estableci­
miento conllevaría un cambio del escenario internacional de cara al 
cual debe realizarse el proceso de paz

Debe quedar claro, que la aprobación interna de este tratado, 
requiere de una reforma constitucional previa que lo haga coherente 
con el régimen Constitucional colombiano, ya que se presentan algunas 
incompatibilidades entre la Constitución Nacional y el Estatuto de 
Roma.

en Colombia.

Originalmente, se pensó en aprovechar la primacía otorgada a los 
tratados internacionales de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario en el artículo 93 de la Constitución, que dio pie a la 
doctrina constitucional de bloque de constitucionalidad entre dichos 
tratados y las normas de la carta fundamental. Por eso se planteó, en 
una primera instancia, una interesante reforma constitucional de dicho
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artículo que salvaba las incompatibilidades, al tiempo que cumplía el 
trámite de aprobación del tratado. En vez de una reforma constitucional 
previa y luego el trámite de una ley aprobatoria del Tratado, el proyecto 
de acto legislativo concentraba ambas decisiones en un mismo acto.

Es importante aclarar, que las incompatibilidades se dan porque en 
algunos aspectos, la Constitución colombiana otorga mayores garantías 
que las normas internacionales. Por supuesto, no se trataba de modificar 
la Constitución para disminuir el régimen de garantías penales allí 
establecido; se trataba de incorporar el Estatuto y aprobarlo con una 
norma de rango constitucional en la cual se aceptaran las 
particularidades del mismo, como una situación especial prevista por 
el Constituyente, como una excepción constitucional, sin modificar y 
sin concederle efectos al ¡Estatuto en el régimen penal interno.

I. Antecedentes históricos de la Corte Penal Internacional
En julio de 1998, en laj Conferencia de Naciones Unidas en Roma, 

Italia, los Gobiernos aprobaron abrumadoramente el Estatuto que 
establece la Corte Penal Internacional permanente (CPI). La Corte 
entrará en vigor una vez que 60 países ratifiquen el Estatuto.

El Estatuto de la Corte Penal Internacional es fruto de un largo 
proceso en la evolución de las normas internacionales, como ya se vio. 
El proceso de decisión política y redacción tardó más o menos unos 
cincuenta años. La idea de un Tribunal Penal Internacional, tiene como 
antecedentes jurídicos más inmediatos los Tribunales de Nüremberg 
y Tokio y la jurisdicción universal establecida en ese momento para los 
crímenes cometidos en la segunda guerra. Más adelante, algunos 
tratados internacionales establecieron una competencia universal 
permanente para conocer de ciertas conductas. Fuera de lo anterior, en 
los años 90, se establecieron dos Tribunales ad hoc para juzgar los 
crímenes cometidos en la ex Yugoslavia y Ruanda.

En 1945 los tribunale^ de los Aliados, de conformidad con la Ley 
10 del Consejo del Control Aliado, comenzaron a ejercer a nombre de 
la comunidad internacional, la jurisdicción universal con respecto a 
los crímenes de lesa humanidad y de guerra, cometidos durante la 
Segunda Guerra Mundial fuera de sus territorios y contra personas que 
no eran ciudadanos suyos ni residentes en esos territorios. Más 
adelante, algunos Estados mantuvieron en virtud de su derecho interno, 
la jurisdicción universal ¡sobre tales delitos.

En cincuenta años Australia, Canadá, Israel y el Reino Unido 
ejercieron alguna vez tal jurisdicción, y lo hicieron únicamente respecto 
a crímenes cometidos durante la Segunda Guerra Mundial. El ejercicio 
de la jurisdicción univer tal sobre delitos graves comprendidos en el 
derecho internacional co: netidos con posterioridad a la guerra ha sido 
limitado, aun cuando casi todos ellos son Partes en al menos cuatro 
tratados que conceden 
sobre tales delitos. Sin embargo, se nota cada vez más la intención de 
hacer uso de tales facultades jurisdiccionales universales.

La idea de soberanía predominante, hacía que los tribunales de un 
Estado sólo tuvieran jurisdicción sobre las personas que habían 
cometido un crimen en su propio territorio. Con el paso del tiempo y 
la evolución del derecho internacional se ha ido reconociendo que los 
tribunales pueden extender sus competencias hacia una jurisdicción 
extraterritorial, mediante diversos instrumentos legales.

Ílos Estados Partes jurisdicción universal 
r - -

les jurisdiccionales universales.

Los Tribunales de Nüremberg y Tokio, lo mismo que otros dispositivos 
establecidos al finalizar ja segunda guerra, han sido calificados, con 
razón, como la justicia de los vencedores. Una vez más se reafirmó la 
necesidad de mecanismos de justicia internacional que representarán a 
toda la comunidad internacional y que no estuvieran condicionados en 
su diseño y funcionamiento por los intereses de un grupo reducido de 
potencias. La evolución en materia de jurisdicción universal y el 
establecimiento de los dos tribunales adhoc han contribuido enormemente 
en la dirección deseada a pesar de sus limitaciones. La Corte Penal 
Internacional vendría a culminar el largo proceso de creación de una 
jurisdicción internacional garantista, representativa, permanente y no 
asociada a interés de pol¿ o potencia alguna.

Presentamos de manera resumida, la evolución del reconocimiento 
del principio de jurisdicción universal. Según una definición muy 
común, el principio de universalidad se basa en la suposición de que 
algunos crímenes son condenables de manera tan universal, que sus 
autores son enemigos de toda la humanidad y, por lo tanto, cualquier 
nación que arreste a los autores puede castigarlos de conformidad con 
su legislación aplicable a esos crímenes. Con arreglo a este principio, 
todo Estado tiene derecho a apresar y juzgar a una persona por 
determinados crímenes definidos intemacionalmente.

La aplicación de la jurisdicción universal, que es en derecho 
internacional una excepción en cuanto al principio general de 
jurisdicción territorial, fue reconocida inicialmente para los crímenes 
como piratería y comercio de esclavos. Desde entonces, el principio se 
ha extendido y se aplica también a los crímenes de guerra, crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de genocidio.

Disposiciones relativas a infracciones graves a la jurisdicción 
universal con respecto a los crímenes de guerra son claramente 
reconocidas por lo que atañe a las infracciones graves contra los cuatro 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y del Protocolo 
adicional I del 8 de junio de 1977.

Con respecto a los crímenes de lesa humanidad, a diferencia de las 
infracciones graves contra los Convenios de Ginebra de 1949 o del 
genocidio, no se ha incorporado en tratado alguno la definición ni el 
reconocimiento del principio de jurisdicción universal. Así, la definición 
se ha desarrollado de manera poco coherente a lo largo de la historia, 
relativamente breve, del empleo de la expresión “crímenes de lesa 
humanidad”.

II. Proceso legislativo
De conformidad con el artículo 375 de la Constitución Política, un 

acto legislativo reformatorio de la Constitución tendrá lugar en dos 
períodos ordinarios y consecutivos, lo que significa que podrá ser 
aprobado en doble vuelta que equivale a ocho debates en total.

En lo que respecta al Acto Legislativo número 014 de 2000 Senado, 
hasta el momento ha sido aprobado en su primera vuelta, quedando 
pendiente la segunda vuelta que se iniciará con la presente legislatura 
ordinaria, la cual comenzó el pasado 20 de julio del año en curso.

El actual Acto Legislativo número 014 de 2001, fue presentado ante 
la Secretaría del Senado de la República por el Senador Jimmy 
Chamorro y otros Senadores, publicado en la Gaceta 77/2001, cuyo 
trámite se inició por la Comisión Primera de Asuntos Constitucionales 
del Senado, siendo nombrado como ponente para primer debate el 
Senador Gustavo Guerra Lemoine, quien presentó ponencia positiva 
dándole curso al mismo, publicada en la Gaceta 114/09 - IV - 2001.

El texto aprobado en primer debate por parte de la Comisión 
Primera del Senado señalaba lo siguiente:

“Proyecto de Acto Legislativo 14 Gaceta 114/9-IV-2001
Artículo Io. El artículo 93 de la Constitución política quedará así:
“Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados 

por el Congreso que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción prevalecen en el orden interno.

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán 
de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia.

Incorpórese a la Constitución el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia 
Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, sobre el 
establecimiento de una Corte Penal Internacional, para efecto de sus 
propias funciones y declárese aprobado en su integridad por el Estado 
colombiano”.

Artículo transitorio. Revístase, al Presidente de la República, de 
precisas facultades extraordinarias para que dentro de los seis meses 
siguientes a la promulgación de este Acto Legislativo dicte, mediante 
decretos las disposiciones necesarias para que la legislación 
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colombiana establezca en su derecho interno los procedimientos 
aplicables a todas las formas de cooperación contenidas en el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. En todo tiempo 
el Congreso podrá derogar o modificar las normas para garantizar 
lo allí establecido.”

Artículo 2o El presente Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación

Aprobado Acta 26 2001 Gaceta 233 mayo 18 de 2001”
Surtido el primer debate en la Comisión Primera del Senado, se 

procedió a rendir ponencia ante la respectiva Plenaria del Senado, la 
cual fue igualmente presentadapor el Senador Gustavo Guerra Lemoine. 
La ponencia del Senador Guerra mantiene vigente el texto aprobado 
en la Comisión Primera. Sin embargo, y luego de un acuerdo con el 
Gobierno Nacional, en la Plenaria del Senado se llegó a un texto 
distinto del inicialmente presentado, en cuya virtud se faculta al 
Gobierno Nacional para ratificar el Estatuto de Roma mediante el cual 
se crea la Corte Penal Internacional, de conformidad con el 
procedimiento establecido en el artículo 189 numeral 2 de la 
Constitución Política de Colombia.

El texto aprobado manifiesta:
“Proyecto de Acto Legislativo 14 Gaceta 248/29-V-2001
Texto definitivo aprobado en sesión plenaria de Senado del día 23- 

V-2001
Artículo 1 °. Adiciónese al artículo 93 de la Constitución Política un 

inciso del siguiente tenor:
‘El Gobierno Nacional puede ratificar, de conformidad con el 

procedimiento establecido en el artículo 189 numeral 2 de la 
Constitución, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional en 
los términos en que fue adoptado el 17 de julio de 1998”

Artículo 2o El presente Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación.’

Cumplidos los dos primeros debates en el Senado de la República, 
el mencionado Acto Legislativo 014 de 2001, hace su tránsito a la 
honorable Cámara de Representantes, siendo nombrado como ponente 
para el primer debate en la Comisión Primera, el Representante Carlos 
Germán Navas Talero.

En su texto de ponencia, mantiene de manera similar el texto 
aprobado en el Senado, pero le adiciona un parágrafo transitorio en 
donde se dispone, que si el Gobierno Nacional no presenta el respectivo 
proyecto de ley de aprobación del Estatuto dentro de los tres meses 
siguientes a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, dicha 
facultad le será otorgada al Congreso de la República, para lo cual se 
dispone que el mencionado proyecto de ley podrá ser presentado por 
el mismo número de parlamentarios requerido para presentar un 
proyecto de Acto legislativo.

La propuesta del Representante ponente respecto del parágrafo 
transitorio, no fue acogida por la Comisión Primera de la Cámara. 
Además, se incorporaron modificaciones importantes en la redacción 
del inciso primero del artículo 1 °, en donde se reemplaza la frase “El 
Gobierno Nacional puede ratificar el Estatuto de Roma...”, por la 
frase “El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional”. Esta modificación, reconoce que dentro 
del procedimiento de aprobación y ratificación de un tratado 
internacional participan varias instancias del Estado por tratarse de un 
acto complejo, pues es el Congreso quien aprueba el tratado mediante 
ley, la cual pasa a la Corte Constitucional para su estudio de 
constitucionalidad y por último le corresponde al Presidente el acto 
final de la ratificación que se perfecciona con el denominado 
intercambio de notas diplomáticas, paso que en su nueva redacción se 
incluye de manera expresa en el inciso primero, cuando se afirma “y, 
consecuentemente, ratificar ese tratado...”.

Así mismo, se incluye un inciso segundo en donde se hace la 
salvedad sobre que el Estatuto de Roma tendrá efectos únicamente 

dentro del ámbito de la materia en él regulada. Con este inciso, 
quedarían superadas las posibles contradicciones el Estatuto de Roma
y las garantías constitucionales reconocidas por el ordenamiento 
jurídico colombiano.

El siguiente es el texto aprobado en la Comisión Primera de la 
Cámara:

Proyecto de Acto Legislativol4 Gaceta 296/13-VI-2001.
Texto aprobado por la Comisión primera de Cámara
Artículo Io. Adiciónese el artículo 93 de la Constitución Política: 
“El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte 

Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma, 
adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar 
este tratado de acuerdo con lo previsto en el artículo 189 numeral 2 de 
la Constitución Política.

La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales 
por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas 
en la Constitución, tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de 
la materia regulada en él”

Artículo 2o. El presente acto legislativo rige a partir de su 
promulgación.

En razón a que la eliminación del parágrafo transitorio que había 
sido adicionado por el Representante Carlos Germán Navas Talero, 
obedeció a un acuerdo con el GobiemoNacional, el mismo representante 
dejó expresa su preocupación por la indefinición temporal en que se 
deja el ejercicio de la atribución asignada al Presidente de la República 
de someter el Estatuto al procedimiento constitucional de ratificación. 
En ese sentido, el ponente se reserva el derecho de plantear nuevamente 
en la segunda vuelta la condicionalidad temporal para la presentación 
del proyecto de ley, por parte del Presidente de la República.

Teniendo en cuenta que entre los textos definitivos aprobados en el 
Senado y en la Cámara existen diferencias, y de acuerdo con el 
respectivo procedimiento del trámite legislativo dentro del Congreso, 
se hizo necesaria una conciliación entre las dos corporaciones, con el 
fin de llegar a un acuerdo sobre el texto final.

En la citada conciliación fue acogido el texto aprobado en la 
Plenaria de la Cámara de Representantes.

En consecuencia, el texto definitivo del Acto Legislativo número 
014 de 2001, mediante el cual se adiciona el artículo 93 de la 
Constitución Política, aprobado en su primera vuelta, quedó de la 
siguiente manera:

Proyecto de Acto Legislativo 14 VIII-2001
Acta de Conciliación para segunda vuelta Senado
Artículo Io. Adiciónese el artículo 93 de la Constitución Política 

con el siguiente texto:
“El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte 

Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma, 
adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios 
de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 189 numeral 2 de la Constitución 
Política.

La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales 
por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas 
en la Constitución, tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de 
la materia regulada en él”

Artículo 2o. El presente Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación.

III. Contenido del proyecto
1. La Corte como impulso al proceso de paz
Es probable que muchos se pregunten acerca de la conveniencia de 

ratificar el Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), cuando está 
en marcha un proceso de negociación con los grupos insurgentes, por 
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el efecto inhibitorio que puede causar dicha ratificación, sobre los 
actores armados.

En efecto, algunos plantean que si se ratifica el Tratado de Roma, 
el actor armado preferiría continuar en la guerra a verse obligado a 
comparecer ante la CPI, puesto que, aún a pesar de la amnistía y el 
indulto, ésta mantendría su competencia. Lo anterior haría, en 
consecuencia, fracasar la negociación.

Por las razones que a continuación se exponen, este planteamiento 
carece de validez, veamos:

En primer lugar, la CPI, por el factor temporal, sólo actuará respecto 
de los crímenes que se cometan después de la entrada en vigor del 
Estatuto, esto es, con el sexagésimo instrumento de ratificación. Si 
Colombia adhiere al misino, luego de su entrada en vigor, la CPI podrá 
ejercer su competencia únicamente sobre las infracciones que se 
cometan luego de que el Estatuto entre en vigencia en nuestro país. Es 
claro, entonces, que no es una justicia hacia atrás, sino hacia adelante, 
de cara a las infracciones que se puedan producir luego de la ratificación 
por Colombia o por cualquier otro Estado y en las condiciones de 
complementariedad establecidas en el preámbulo del Estatuto y en su 
artículo primero.

En el artículo 124 del Estatuto, a manera de disposición transitoria, 
se autoriza, además, a los Estados que van a hacerse parte en el Estatuto 
a declarar la no aceptación de la competencia de la CPI sobre los 
crímenes de guerra, cuando se denuncie la comisión de esos crímenes 
por sus nacionales o en su territorio, por un período de siete años, 
contados a partir de la entrada en vigor respecto del Estado que haga 
la declaración. Cabe señalar que por disposición del mismo artículo 
124 del Estatuto de Roma, el Estado puede retirar en cualquier 
momento dicha declaración.

Si bien ésta constituye una prerrogativa interesante para Colombia 
y para los Estados que quieran ser parte en el Estatuto, cabría preguntarse 
si le conviene al país hacer uso de la misma, teniendo en cuenta las 
obligaciones que contrajo intemacionalmente al suscribir y ratificar 
los Cuatro Convenios de Ginebra y los Protocolos Adicionales I y II1 
y el hecho de reconocer, en abril de 1996, luego de la entrada en vigor 
del Protocolo II, mediante declaración, la competencia de la Comisión 
Internacional de Encuesta para investigar las infracciones a los 
Convenios y Protocolos de Ginebra.

1 Colombia se obligó, entre otras, a buscar y a hacer comparecer ante sus propios 
tribunales a las personas acusadas de haber cometido u ordenado cometer cualquiera 
de las infracciones graves a las disposiciones de estas normas o a entregarlas a otra 
Parte Contratante para su juzgamiento. De la misma manera, se comprometió a no 
exonerarse ni a exonerar a otra Parte Contratante de las responsabilidades en que 
hubieren incurrido a causa de esas infracciones. Comité Internacional de la Cruz 
Roja. Los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949. Ginebra, 1986 y Comité 
Internacional de la Cruz Roja. Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949. Ginebra, 1996.

En segundo lugar, esj claro que un proceso de negociación solo es 
viable, si se incorpora oomo elemento esencial el respeto al Derecho 
Internacional Humanitario. Por consiguiente, no puede ser incompatible 
con el mismo, reforzar este respeto, mediante unajurisdicción universal 
que impide su impunidad.

La política de negociación, como cualquier otra, debe basarse en la 
realización de los derecnos humanos. No aceptar el mandato de la CPI, 
o sólo parcialmente, dignificaría darle al Derecho Internacional 
Humanitario un valor retórico y, de alguna manera, ser tolerante con 
los delitos de lesa humanidad.

El Estatuto de la CPI introduce un valor o principio ético a la 
confrontación, puesto Que el tribunal internacional se erige en el 
mecanismo de protección por excelencia del Derecho Internacional 
Humanitario. En esta medida, se refuerza la negociación, por la 
promesa de respeto al Derecho Internacional Humanitario; se le da 
credibilidad al proceso y se abre el camino hacia la paz, puesto que es 
un primer gran punto de convergencia.

El Estatuto de la CPI constituye, igualmente, el umbral de lo que es 
absolutamente condenable para todos. De esta manera, descarga a los 
negociadores de la responsabilidad de definir estos parámetros y 
descongestiona la agenda de negociación. En otras palabras, el Estatuto 
de Roma es el marco normativo básico y una garantía para todos.

Por último, con la CPI se fortalece la lucha interna contra la 
impunidad, dado su carácter complementario, porque implica un 
esftierzo para el Estado por ejercer de forma diligente y eficiente, pero 
respetuosa de las normas del debido proceso, su función de administrar 

justicia. Asimismo, se avanza en el proceso de ajuste de la política 
penal y penitenciaria interna con los estándares internacionales.

Bien podría afirmarse, que si para todos los países del mundo 
contemporáneo es trascendente e importante ratificar el Estatuto de 
Roma, para Colombia resulta absolutamente urgente, en razón de la 
degradación y profundización de su conflicto interno.

2. Amnistías e indultos
En materia de amnistías e indultos, el régimen legal colombiano, 

tanto en los textos legales como en la jurisprudencia, ha establecido 
límites dentro de los cuales se puede hacer uso de estos instrumentos. 
Aún más, algunos tratados internacionales ratificados por Colombia, 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad, mantienen tales 
límites. De tal modo que en esta materia desde ahora el Estado 
colombiano tiene restricciones propias y externas para proceder. El 
Estatuto de la Corte Penal Internacional simplemente vendría a con­
firmar, con una facultad judicial adicional, el marco restringido 
existente en esta materia.

3. Primacía de la j urisdicción nacional y carácter subsidiario de 
la Corte

Con el deseo de que el Estatuto de Roma no provocara una sustitución 
de la jurisdicción nacional, los Estados Partes quisieron que el funcio­
namiento de la CPI se inspirara en el principio de complementariedad o 
subsidiaridad, en cuya virtud la CPI operará únicamente en los casos en 
que las jurisdicciones nacionales se hayan abstenido o no hayan podido 
realizar la investigación correspondiente.

Este carácter de complementariedad fue expresamente consagrado 
en el párrafo décimo del preámbulo y el artículo 17 del Estatuto, 
reconociéndose así la primacía de la justicia nacional con respecto a la 
competencia de este tribunal penal internacional. Esto significa que 
frente a aquellos casos que podrían ser de competencia de la Corte 
Penal Internacional (CPI), es la jurisdicción interna de cada Estado 
Parte quien en primera instancia debe adelantar la respectiva 
investigación y el juzgamiento.

El artículo 17 del Estatuto se ocupa expresamente de los supuestos 
básicos de admisibilidad de un asunto por parte de la Corte. El examen 
de admisibilidad se centra en definir si existe un Estado con jurisdicción 
que tenga la disposición y la capacidad para investigar y enjuiciar. Si 
la Corte concluye que dicho fuero nacional ha tenido disposición y 
capacidad de actuar, le corresponde reconocer y respetar lo actuado 
por la jurisdicción nacional en la investigación iniciada. De acuerdo 
con el artículo 17 la Corte debe declinar la competencia a menos que 
la fiscalía demuestre que la misma justicia nacional que ha tomado el 
caso no estuvo dispuesta o genuinamente no tuvo capacidad para 
llevar adelante la investigación y el juzgamiento.

De la norma descrita se concluye que la jurisdicción penal nacional 
tiene siempre prioridad sobre la CPI que sólo puede ejercer su 
competencia en dos situaciones a saber (art, 17): a) cuando el sistema 
jurídico nacional se ha desplomado; o b) si un sistema jurídico 
nacional rechaza o incumple sus obligaciones de investigar, perseguir 
o enjuiciar a personas sospechosas de haber cometido crímenes de 
competencia de la Corte, o falta a su obligación de sancionar a quienes 
hayan sido declarados culpables.

Los criterios de determinación de la aplicabilidad de la jurisdicción 
de la CPI se recogen en el artículo 17 del Estatuto de Roma, el cual, en 1 
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su numeral primero sostiene que la CPI resolverá la inadmisibilidad 
(se subraya) de un asunto cuando:

a) “El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en 
el Estado que tiene jurisdicción sobre él, salvo que éste no esté 
dispuesto a llevar a cabo la investigación o el juzgamiento o no pueda 
realmente hacerlo',

b) “El asunto haya sido objeto de investigación por el Estado que 
tengajurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción penal 
contra la persona de que se trate, salvo que la disposición haya 
obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o 
no pueda realmente hacerlo;

c) “La persona de que se trate haya sido enjuiciada por la conducta 
a que se refiere la denuncia, y la Corte no pueda incoar el juicio con 
arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20;

d) “El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la 
adopción de otras medidas por la Corte. ”

Para efectos de determinar la incapacidad de la justicia nacional, el 
numeral 3 del mismo artículo 17 establece que la Corte considerará si 
el Estado, “debido al colapso total o sustancial de su administración de 
justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer 
al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no 
está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio.”

El Estado podrá interponer recursos a las decisiones de admisibilidad 
que no comparte, los cuales se decidirán en derecho (art. 18).

4. Corte Penal Internacional y soberanía nacional
Es un logro plausible el hecho de que un número representativo de 

Estados haya llegado a un acuerdo que apunta a consolidar un 
instrumento para impedir la impunidad de quienes cometan genocidio, 
crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra. Se trata de un 
esfuerzo de la comunidad internacional ante una incontrastable reali­
dad que se repite, sobre todo, en los países que han soportado 
conflictos internos, en los que el juzgamiento de los responsables 
generalmente no se hace en los estrados y en los que la discusión 
política sofoca la viabilidad de debates judiciales, como una práctica 
a la que recurren quienes pugnan por forzar consensos y estabilidades 
sociales que se anticipen al derecho de justicia y a la reparación 
integral de las propias víctimas.

Como se ha visto, la entrada en vigencia de una Corte Penal 
Internacional no afecta la potestad y soberanía de un Estado Parte para 
ejercer su control jurisdiccional dentro de su respectivo territorio y 
sobre sus habitantes o nacionales, pues el carácter subsidiario de esta 
Corte exige el agotamiento de las vías judiciales internas antes de 
otorgarle competencia a la Corte para adelantar una investigación 
particular.

Sin embargo, el tradicional concepto de la soberanía nacional no 
puede convertirse, tal como ha ocurrido en muchos períodos de la 
historia, en un obstáculo para el juzgamiento de aquellas conductas 
delictivas que atenían contra principios fundamentales de la dignidad 
humana reconocidos por la comunidad internacional como expresión 
de humanidad.

En este sentido, es claro que para la conciencia humana universal, 
la soberanía de un Estado no puede ni debe convertirse en un “manto” 
de protección de aquellos que han vulnerado de manera violenta y 
desmedida aquellas prerrogativas mínimas reconocidas universalmente 
como valores imprescriptibles e inalienables de la dignidad humana, 
más cuando la misma humanidad ha sido testigo de la nula disposición 
de muchos Estados para hacer comparecer ante sus estrados judiciales 
a los responsables de dichos crímenes.

5. Importancia de la reforma constitucional
Por las características especiales del Estatuto de la CPI, aprobado 

en Roma el 17 de julio de 1998, se hacía indispensable proceder 
primero mediante una reforma de la Constitución Política, a través de 
un acto legislativo. Al respecto, existe el antecedente de Francia, país 

en donde el gobierno consideró que la mejor forma de superar los 
obstáculos constitucionales, planteados por el Consejo Constitucio­
nal, era la adición del artículo 53 de la Constitución Política, como en 
efecto ocurrió.

Es indudable, también, que en Colombia pueden presentarse algunas 
objeciones de carácter constitucional al Estatuto de Roma. En efecto, 
la Corte Penal Internacional, de acuerdo con el Estatuto, tendrá 
competencia respecto de las personas naturales mayores de 18 años, lo 
cual se encuentra en consonancia con nuestro ordenamiento interno. 
Empero, la aplicación del Estatuto se hará sin distinción alguna basada 
en el cargo oficial, esto es, las inmunidades y las normas de 
procedimiento especiales que conlleve el cargo que ostenta una 
persona, según el derecho interno o el derecho internacional, no serán 
óbice para que la CPI ejerza su competencia (artículo 24).

Al respecto, vale la pena resaltar que la CPI constituye, por sí 
misma, una jurisdicción especialísima, que actuará sólo en los casos 
más graves de violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario y de manera subsidiaria a lajusticia nacional, 
lo que conduce a pensar que con su creación se estableció, efectivamente, 
una forma de fuero. Por ello, el Estatuto no reconoce ningún otro, 
cuando se trate de activar la CPI en las formas previstas en el mismo 
tratado. Además, porque conforme al Preámbulo, los Estados Partes 
acuerdan “que los crímenes más graves de trascendencia para la 
comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo 
y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 
intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean 
efectivamente sometidos a la acción de la justicia” y por ello, están 
decididos a “poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes 
y a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes”2 *.

Naciones Unidas. Conferencia Diplomática de las Naciones Unidas sobre el 
establecimiento de una Corte Penal Intemac: i
L.76 del 16 de julio de 1998. Preámbulo, páginas 1-2.
“La acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley 
si fuere privativa de la libertad pero, en ningún caso, será inferior a cinco años ni 
excederá de veinte. Para este efecto se tendrán en cuenta las circunstancias de 
atenuación y agravación concurrentes”.

De acuerdo con el artículo 71, ordinal primero, literal b) del 
Estatuto, la CPI podrá imponer la pena de reclusión a perpetuidad, 
cuando lojustifiquen la extrema gravedad del crimen y las circunstancias 
personales del condenado. Es claro que la Constitución Política 
colombiana prohíbe en su artículo 34 esta forma de sanción penal. No 
obstante, existen en el mismo Estatuto previsiones que constituyen 
una garantía para Colombia respecto al carácter extraordinario de 
dicha pena. Es fácil observar, en primer lugar, que las condiciones en 
las que ésta podrá aplicarse, son excepcionales, en ese sentido, 
constituyen un límite a su imposición.

En segundo lugar, una vez aplicada, la CPI la reexaminará, para 
determinar si puede reducirse, cuando el recluso haya cumplido 25 
años de prisión, de acuerdo con el mecanismo de revisión previsto en 
el artículo 100 del Estatuto. Si la Corte decide que no procede una 
reducción, volverá a examinar el caso con la periodicidad y los 
procedimientos señalados en las reglas de Procedimiento y Pruebas.

Cabe anotar, además, que la competencia de la CPI es solo 
complementaria y, por ello, es la Justicia colombiana quien deberá 
pronunciarse. Solo si esto no ocurre o se hace en forma amañada, le 
corresponderá a la CPI hacerlo. Por último, en caso de una sanción de 
esta índole, no serán los jueces colombianos quienes impongan la 
sanción, ni las autoridades nacionales quienes la ejecuten, pues en el 
artículo 94 ordinal primero del Estatuto, se determina que cualquier 
Estado podrá manifestar a la Corte que está dispuesto a recibir 
condenados. En el momento de hacer esta declaración, el Estado podrá 
poner condiciones a reserva de que sean aceptadas por la CPI.

Relativo a la prescripción de los delitos, el Estatuto, en su artículo 
27, determina la imprescriptibilidad de los crímenes de competencia 

2

3

onal. Documento A/CONF.183/C.1/
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de la CPI y guarda silencio respecto a la prescripción de las penas. La 
Constitución Nacional, en el artículo 28 establece que no podrá haber 
penas ni medidas de seguridad imprescriptibles y calla con respecto a 
los delitos. A su tumo, el Código Penal prevé la prescripción de la 
acción penal, en los términos del artículo 803 y la prescripción de la 
pena en el artículo 874.

4 “La pena privativa de la libertad prescribe en el término fijado para ella en la 
sentencia, pero en ningún caso podrá ser inferior a cinco años”.

5 Subrayado fuera del texto.
6 Algunos apartes de este ítem han sido tomados de la Monografía de Grado para la 

Maestría en Estudios Políticos de la Universidad Javeriana Facultad de Ciencias 
Políticas y Relaciones Internacionales. Elaborada por María Luisa Manotas. 2001. 
De igual forma se extraj eron apartes del libro “El Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, editado por la Universidad Externado de Colombia. 1999. Autores 
Kay Ambos y Oscar Julián Guerrero.

Es innegable, entonces, que las normas previstas en el Estatuto 
generarán intensos debates internos, respecto a su constitucionalidad. 
Por eso es importante dejar claro que, solo para los efectos del Estatuto, 
se enmienda implícitamente la Constitución Política. Colombia pue­
de, entonces, así, asumir la CPI, porque su propia Constitución lo 
admitirá y autorizará su competencia, en los términos del Tratado de 
Roma.

De otra parte, es significativo resaltar, que de acuerdo con el 
artículo 93 de la Constitución Política, los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso que reconocen los derechos 
humanos prevalecen en el orden interno y son marco de referencia para 
la interpretación de la carta de derechos de la Constitución Política.

Para la Corte Constitucional, en la Sentencia C-574 de 1992, 
mediante la cual estudió la constitucionalidad del Protocolo I Adicional 

madosp
el hecho de constituir un catálogo ético mínimo 

els de conflicto nacional o internacional,

Sentencia C-225 de 1995, mediante la cual se

a los Convenios de Ginebra, “los principios del derecho internacional 
humanitario plasmados en los Convenios de Ginebra y en sus dos 
Protocolos, por c. 
aplicable a situación^ 
ampliamente aceptado por la comunidad internacional, hacen parte 
del ius cogens o derecho consuetudinario de los pueblos. La Carta de 
1991 confirma y refujerza tanto la obligatoriedad del derecho 
internacional de los derechos humanos como la del derecho 
internacional humanitario. En consecuencia, se acogió la fórmula de 
la incorporación automática del derecho internacional humanitario al 
ordenamiento interno nacional, lo cual, por lo demás, es lo congruente 
con el carácter imperativo que caracteriza a los principios axiológicos 
que hacen que este cuerpo normativo integre el ius cogens”. En la 
misma Sentencia, la Coirte afirmó lo siguiente: “De ahí que su respeto 
sea independiente de la ratificación o adhesión que hayan prestado o 
dejado de prestar los Estados a los instrumentos internacionales que 
recogen dichos principios. El derecho internacional humanitario es, 
ante todo, un catálogo a? áológico cuya validez absoluta y universal no 
depende de su consagración en el ordenamiento positivo5”.

Posteriormente, en la 
estudió la constitucionalidad del Protocolo II Adicional a los Cuatro 
Convenios de Ginebra, la Corte Constitucional reiteró su 
pronunciamiento anterior y, al respecto, manifestó: “el derecho 
internacional humanitario ha sido fruto esencialmente de unas prácticas 
consuetudinarias, que s; entienden incorporadas al llamado derecho 
consuetudinario de los f ueblos civilizados. Por ello, la mayoría de los 
convenios de derecho internacional humanitario deben ser entendidos 
más como la simple codificación de obligaciones existentes que como 
la creación de principios y reglas nuevas. Así, esta Corporación, en las 
sentencias citadas, y en 
y jurisprudencia internacionales, ha considerado que las normas de 
derecho internacional humanitario son parte integrante del ius cogens. 
Ahora bien, al tenor del artículo 53 de la Convención de Viena de 1969 
sobre el derecho de los tratados, se entiende por norma ius cogens o 
norma imperativa de derécho internacional general ‘unanorma aceptada 
y reconocida por la comí tnidad internacional de Estados en su conjunto 
como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser 
modificada por una norma ulterior de derecho internacional general 
que tenga el mismo car 
la Convención de Vien¡ 
es nulo frente al derecl 
humanitarias sean oblig; 
incluso si éstos no han 
la imperatividad de estalnormatividad no deriva del consentimiento de 
los Estados sino de su carácter consuetudinario”.

concordancia con la más autorizada doctrina

ácter’. Por ello, según este mismo artículo de 
i, todo tratado que contradiga esos principios 
io internacional. Esto explica que las normas 
itorias para los Estados y las partes en conflicto, 
aprobado los tratados respectivos, por cuanto

En esta misma Sentencia, la Corte introduce la noción de bloque de 
constitucionalidad como el conjunto de “normas y principios que, sin 
aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son 
utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, 
por diversas vías y por mandato de la misma Constitución”. Según la 
Corte Constitucional, los tratados de derechos humanos y de Derecho 
Internacional Humanitario forman parte del “bloque de constitu­
cionalidad”, cuyo respeto es obligación de todos en Colombia.

IV. Características de la Corte Penal Internacional
La estructura del Estatuto no sigue criterios lógico-objetivos sino 

que representa el resultado de un proceso de discusión político- 
jurídico de muchos años, marcado por la búsqueda de soluciones 
susceptibles de consenso. Es un intento de hacer concurrir los modelos 
de justicia criminal de más de 150 Estados dentro de un sistema legal 
más o menos aceptable para la mayoría de las delegaciones presentes 
en Roma.

1. Definición
• ¿Qué es la Corte Penal Internacional?
La Corte Penal Internacional es una institución de carácter 

permanente, con funciones judiciales para determinar la responsabilidad 
penal individual de las personas que hayan cometido los crímenes de 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y 
el crimen de agresión cuando los Estados no hayan cumplido con su 
deber de perseguir y castigar a los responsables de dichos crímenes.

‘ ¿Qué no es Corte Penal Internacional?
La Corte Penal no sustituye la jurisdicción nacional en la competen­

cia de los crímenes para los cuales la Corte tiene competencia. Esto se 
debe a que la Corte sólo opera según el principio de subsidiaridad, 
según el cual, sobre los Estados continúa recayendo de manera 
prioritaria la responsabilidad de dichos delitos, y por consiguiente, la 
Corte sólo tendrá competencia para conocer de los crímenes cuando 
las jurisdicciones nacionales no cumplan con su obligación de perse­
guir y castigar a los responsables de estos delitos.

El Estatuto de la CPI no distingue las motivaciones que se 
aleguen sobre la comisión del crimen o el grupo al que pertenezca 
la persona responsable. Por consiguiente, la CPI procesará a las 
personas responsables de los crímenes, de acuerdo a las normas de 
competencia independientemente de las calidades de la persona o 
de las circunstancias o motivaciones que hayan dado lugar a la 
comisión del mismo.

2. Principios generales del derecho penal que aplicará la Corte6
Entre los Principios Generales en sentido estricto están no sólo el 

principio nullum crimen y nulla poena, que significa no hay crimen ni 
pena sin ley preexistente, (arts. 22 a 24) en la parte tercera del Estatuto, 
sino también, las disposiciones del non bis in idem, cosa juzgada (art. 
20) y del derecho aplicable (art. 21) en la parte segunda del Estatuto. 
También se encuentran las normas que prevén la responsabilidad penal 
individual (arts. 25, 28, 30), que se dividen a su vez en elementos 
objetivos y elementos subjetivos de responsabilidad criminal. Se 
incluyen las causas de exoneración o de exclusión de la responsabili­
dad criminal (arts. 26, 27, 29, y 31 a 33).

El artículo 20, relativo al principio non bis in idem o de la cosa 
juzgada, prevé que un procesado puede invocar el mencionado principio 
ante cualquier tribunal nacional o ante la Corte Penal Internacional 
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Permanente, (en los casos de genocidio, delitos de lesa humanidad, 
crímenes de guerra y agresión) cuando haya sentencia condenatoria o 
absolutoria o también cuando haya un proceso que esté pendiente ante 
otro tribunal.

Los artículos 22 a 24 del Estatuto regulan en forma expresa en sus 
cuatro formas el principio millum crimen (sine lege scripta, praevia, 
certa etstrictáy. una persona sólo puede ser castigada por la Corte por 
hechos que sean punibles en el Estatuto al tiempo de su comisión (lex 
scripta), que hubieran sido cometidos después de su entrada en vigor 
(lexpraevia), que estén formulados en forma suficientemente precisa 
(lex certa) y que no hayan sido ampliados mediante analogía (lex 
stricta) Se acepta el principio de favorabilidad.

El artículo 23 del Estatuto establece finalmente el principio nulla 
poena para impedir que se recurra a penas no fijadas en el Estatuto 
(Parte VII De las Penas, artículos 77 a 80)

El principio de la Responsabilidad Penal individual se encuentra en 
las normas (artículos 25,28 y 30), que se pueden dividir en elementos 
objetivos y elementos subjetivos de responsabilidad criminal. La 
Corte Penal Internacional tiene jurisdicción sobre personas naturales 
y no sobre personas jurídicas.

Con relación al genocidio, se adoptó el tenor literal de la Convención 
correspondiente y se sometió a pena la inducción directa y pública a 
la comisión del hecho (art. 25 párr. 3.e)

En cuanto a los elementos subjetivos de la responsabilidad penal 
individual, el artículo 30 establece las condiciones subjetivas del tipo. 
Es decir, que los crímenes establecidos en el Estatuto deben ser 
cometidos con intención y conocimiento. Según ello, para determinar 
la intención la persona en cuestión debe querer el comportamiento o 
el resultado o ser consciente de que se producirá el resultado según un 
curso normal de los acontecimientos. De modo análogo, por saber o 
conocimiento se entenderá la conciencia de que existe una circunstancia 
o de que se producirá el resultado según un curso normal de los 
acontecimientos.

En cuanto a las causas de exoneración o de exclusión de la 
responsabilidad criminal, tenemos que los conceptos básicos se 
encuentran en los artículos 26, 27, 29 y 31 a 33 del Estatuto.

Respecto al artículo 26 que se refiere a la exclusión de los menores 
de 18 años de la competencia de la Corte, se consideró que lo más 
conveniente era que la Corte no juzgará personas menores de la edad 
señalada.

Igual de claro es también el precepto del artículo 29 que se refiere 
a la prescripción, debido a que en forma precisa prevé que los crímenes 
de competencia de la Corte no prescribirán, es decir, que en cualquier 
tiempo podrán ser juzgados, sin importar qué tiempo haya pasado 
desde la ocurrencia de los hechos.

En cuanto al artículo 27 se aprecia en el Estatuto que se estipula con 
claridad que el cargo oficial de una persona como jefe de estado o de 
gobierno, miembro de un gobierno o parlamento, representante elegido 
o fúncionario de gobierno, en ningún caso la eximirá de responsabilidad 
penal ni constituirá per se motivo para reducir la pena. Además el 
numeral segundo del mencionado artículo prevé que las inmunidades 
y las normas de procedimiento especiales que conlleve el cargo oficial 
de una persona, según el derecho interno o según el derecho internacional 
no impedirá que la Corte ejerza su competencia sobre ella.

En las restantes disposiciones se regulan las clásicas causas de 
justificación y exculpación, para lo cual tan solo se consagran 
disposiciones específicas al error con la distinción de error de hecho 
y error de derecho (artículo 32) en donde generalmente se excusa el 
error de hecho y no el error de derecho y en donde la circunstancia 
determinante para considerar si hubo o no eximente de responsabilidad 
es el elemento de intencionalidad.

En el caso de legítima defensa se reconocieron como bienes 
jurídicos defendibles no sólo la integridad física y la vida del agredido 

caso de crímenes de guerra) la 
¡upervivencia de personas o para 
Este precepto fue muy discutido 
ior la insistencia de los Estados

Corte, artículos 11 a 19, hacen

mes siguiente al sexagésimo día 
en poder del Secretario General

respecto de ese Estado” a menos 
ón aceptando la competencia de 
o 12 (3) Estas disposiciones son 

: 1 Estatuto con posterioridad a su

al ejercicio de la competencia

i
(1) establece que el Estado que se convierta en parte 
pta por ello la competencia de la Corte respecto a los 

el cual contempla en el numeral 
delitos que componen el objeto

o de un tercero, sino también (en e 
propiedad necesaria esencial para la 
la realización de una misión militar, 
y al final se incorporó en especial ] 
Unidos.

3. El régimen de competencia de la Corte Penal Internacional
El régimen de competencia de la

referencia a la mayor o menor capacidad que tiene a Corte para 
investigar y juzgar casos de forma efectiva y justa. Por lo tanto de él 
depende que el funcionamiento de la Corte esté ajustado a las 
expectativas de la comunidad internacional, que son las de juzgar y 
castigar las graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario 
con el efecto de inhibir la proliferación de tales conductas.

El artículo 11 (1) del Estatuto establece que la competencia temporal 
de la CPI solamente cubre los delitos cometidos con posterioridad a la 
entrada en vigor del Estatuto y el artículo 126 (1) define que el día de 
entrada en vigor es “el primer día del 
a partir de la fecha en que se deposite 
de las Naciones Unidas el sexagésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión”.

El artículo 11 (2) establece que “la Corte podrá ejercer su competencia 
únicamente con respecto a los crímenes cometidos después de la 
entrada en vigor del presente Estatuto 
que éste haya realizado una declarad 
la Corte en concordancia con el artícu 
para aquellos Estados que ratifiquen e 
entrada en vigor.

El artículo 12, relativo a las condiciones previas para el ejercicio de 
la competencia regula lo concerniente a la aceptación de la competencia 
de la Corte por parte de los Estados y al radio de acción de dicha 
aceptación. El artículo 13, relativo 
determina la forma en que la competencia de la Corte puede ser 
activada.

El artículo 12 (...............
del Estatuto “acepta por ello la comp<_ 
crímenes a que se refiere el artículo 5”, 
1 el listado de las cuatro categorías de 
de la competencia de la Corte. Este principio se ha denominado como 
competencia inherente o competencia automática. Además, el artículo 
120 dispone que no se pueden hacer reservas al Estatuto. Esta 
estipulación le da fuerza a la regla principal de no otorgar a los Estados 
la posibilidad de ratificar el Estatuto excluyendo de competencia de la 
Corte algunos delitos.

El artículo 12 (2) limitó la competencia de la Corte a los crímenes 
que se cometan en el territorio de un Estado parte o que se cometan a 
bordo de un buque o una aeronave que sea de matrícula de un Estado 
parte o cuando el crimen se comete por alguien que sea nacional de un 
Estado parte del Estatuto, a menos que un Estado que no sea parte, haga 
en virtud de este artículo una declaración especial en la que admita la 
jurisdicción de la Corte. Esta limitación no se aplica cuando el Consejo 
de Seguridad de la ONU actuando de conformidad con lo dispuesto en 
el capitulo VII de la Carta de las Naciones Unidas remite al fiscal una 
situación en que presuntamente se ha cometido uno de dichos delitos. 
En este caso no importa si el lugar donde se cometió el crimen o el 
nacional que lo cometió pertenecen o no a un Estado parte del Estatuto 
pues independientemente de ello la CPI tendría competencia.

4. Los crímenes de competencia de la Corte Penal Internacional
Están contemplados en los artículos 5o a 10 del Estatuto de Roma.
• Genocidio (art. 6°)
Definido con claridad desde el tratado multilateral de la Convención 

de Genocidio de 1948, el Estatuto consigna “se entiende 'genocidio' 
cualquiera de los actos mencionados a 
la intención de destruir, total o parci 
étnico, racial o religioso como tal:

continuación, perpetrados con 
almente, a un grupo nacional,
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a) Matanza de miembros del grupo;
b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del 

grupo;
c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia 

que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;
d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;
e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo”
• Crímenes de lesa humanidad (art. 7o)
El artículo 7(1) del Estatuto de Roma enuncia los actos incluidos 

dentro de la definición legal de crímenes de lesa humanidad y el 7(2) 
consagra definiciones de términos claves para guiar el pronunciamiento 
de la Corte en cualquier eximen de lesa humanidad. El alcance general 
de la aplicación y la cuestión del umbral a alcanzarse antes de que la 
Corte asuma jurisdicción respecto a los crímenes de lesa humanidad 
se tratan en el marco del artículo 7(1)

Y luego enuncia: asesinato, exterminio, esclavitud, deportación 
o traslado forzoso de población; encarcelación u otra privación 
grave de la libertad físiéa en violación de normas fundamentales 
del derecho internacional; tortura; violación, esclavitud sexual o 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u 
otros abusos sexuales de gravedad comparable, persecución de un 
grupo o colectividad cpn identidad propia fundada en motivos 
políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales religiosos, de 
género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, 
en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo 
o cualquier crimen de la competencia de la Corte; desaparición 
forzada de personas; el crimen de apartheid; otros actos inhumanos 
de carácter similar que causen intencionalmente grandes 
sufrimientos o atenten en forma grave contra la integridad física o 
la salud mental o física.

La frase “A los efectos del presente Estatuto” desvincula la definición 
de crímenes de lesa humanidad del Estatuto de otras definiciones que 
se han utilizado en el pasado, que puedan habitualmente utilizarse o 
que puedan desarrollarse en un futuro, en contextos que no estén 
relacionados de manera directa con la actividad de la Corte Penal 
Internacional.

• Crímenes de Guerra (Art. 8o)
El concepto de crímenes de guerra básicamente se refiere a las 

violaciones de las leyes de la guerra (ius in bello) que fundamentalmente 
son las que se hallan contenidas en el Derecho de guerra de la Haya (IV 
Acuerdo de 1907 y su reglamento), las cuatro Convenciones de 
Ginebra de 1949 y los dós protocolos adicionales de 1977, así como 
algunos instrumentos internacionales relativos a la prohibición del 
empleo de ciertas armas (Declaración de San Petesburgo de 1868; 
Protocolo de Ginebra de 1925 sobre gases asfixiantes).

A pesar del carácter consuetudinario de las disposiciones anteriores 
en el Estatuto de Roma se prefirió incluir una variada gama de 
conductas contenidas en las cuatro Convenciones de Ginebra así como 
en sus protocolos adicionales, lo cual constituyó un significativo 
impulso en la dinámica de conferirles plenamente a éstos, el carácter 
de derecho reconocido tanto por la opinión de los Estados como por la 
práctica de los mismos.

El Estatuto estructuré el tratamiento de los crímenes de guerra y le 
dedica dos secciones respectivamente al tema, según se trate de 
conflicto armado internacional o de conflicto armado interno.

En cuanto al conflicto armado internacional, prevé las secciones a 
y b del numeral 2 del articulo 8o que contienen las graves infracciones 
a las Convenciones de Ginebra de 1949, literal a, mientras que las 
“serias violaciones de las leyes y costumbres aplicables en conflicto 
armado internacional dentro del marco del derecho internacional”, 
están contenidas en el lijteral b y dan cabida a un buen número de las 

disposiciones de los convenios mencionados. En conjunto ambas 
secciones consagran 23 clases de crímenes de guerra.

En lo que hace referencia al uso de armas prohibidas, el Estatuto 
sólo penaliza el empleo de las armas envenenadas, gases asfixiantes 
o venenosos, proyectiles expansivos y de manera genérica, la 
utilización de armas proyectiles y material que cause daños 
superfluos o sufrimiento innecesario. Queda abierta la posibilidad 
de que el listado se amplíe mediante enmienda aprobada por la 
Asamblea de Estados Partes.

En relación con los crímenes de guerra en conflicto armado 
interno, el Estatuto emplea un tratamiento homólogo y les dedica 
los literales c y d, numeral 2 del artículo 8o a las graves infracciones 
al artículo 3o común a las Cuatro Convenciones de Ginebra y a las 
“serias violaciones de las leyes y costumbres aplicables en conflicto 
de carácter no internacional dentro del marco establecido en el 
derecho internacional”.

En conjunto se incluyen 16 clases de crímenes, observándose la 
incorporación de nuevas conductas, que amplían el listado que figura en 
los mencionados instrumentos internacionales. Además de las serias 
violaciones como ataques a la población civil, a las instalaciones de 
misiones humanitarias, a lugares dedicados a la educación, la ciencia, el 
culto, hospitales y monumentos históricos, pillaje, enrolamiento de 
menores de quince años, dar muerte a traición, ordenar no otorgar 
cuartel, etc. se contempla también el ataque a misiones humanitarias o 
de paz de las Naciones Unidas, así como un listado más amplio de 
crímenes sexuales que contemplan violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, esterilización y fecundación forzadas. Estas dos 
últimas son el resultado directo de la naturaleza de los terribles crímenes 
cometidos durante el conflicto en la antigua Yugoslavia.

Del señor Presidente y de los honorables Senadores,
Gustavo A. Guerra Lemoine, 

Senador de la República.
PLIEGO DE MODIFICACIONES

Honorables Senadores:
Propongo que se mantenga el texto aprobado en la primera vuelta 

y que se le agregue el parágrafo propuesto en la ponencia para primer 
debate en Cámara en forma de artículo transitorio.

Varias razones sustentan esta proposición. De un lado, el texto 
aprobado en la primera vuelta cuenta con el apoyo del Gobierno 
Nacional, del otro, es un texto que con meridiana claridad jurídica 
cumple el cometido de salvar las incompatibilidades entre el Estatuto 
de la Corte y la Constitución Política de Colombia, reservando tales 
diferencias sólo para el ejercicio de la función de dicha Corte 
Internacional, con lo cual nuestro régimen jurídico penal interno no 
sufre modificaciones. Al mismo tiempo dicho texto no altera el 
régimen de competencias para la aprobación y ratificación de los 
tratados establecido en la Constitución Nacional.

Sin embargo, en mi opinión, es pertinente proponer al Honorable 
Senado de la República, que se vuelva a considerar un aspecto 
propuesto en la ponencia del Representante Carlos Germán Navas 
Talero para primer debate en la Cámara.

En ella, se pretendía dar un plazo perentorio al Gobierno para 
ejercer la iniciativa legislativa y presentar el proyecto de ley aprobatorio 
del Estatuto de Roma. Al mismo tiempo, de manera excepcional, por 
una sola vez y sólo para este caso, se proponía transferir al Congreso 
de la República dicha facultad de iniciativa legislativa para presentar 
el proyecto de ley aprobatorio de este Tratado, si el Gobierno se 
rehusaba o aplazaba su presentación.

Proposición
Solicito a la Comisión Primera del Senado dar primer debate en 

segunda vuelta al Proyecto de Acto Legislativo 014 de 2001 Senado, 
227 de 2001 Cámara, con el pliego de modificaciones comentado y 
consecuentemente con el siguiente texto:
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TEXTO DEFINITIVO PROPUESTO PARA PRIMER
DEBATE EN SEGUNDA VUELTA AL ACTO LEGISLATIVO 

014 DE 2001 SENADO, 227 DE 2001 CAMARA
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo Io. Adiciónese el artículo 93 de la Constitución Política 

con el siguiente texto:
“El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte 

Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma 
adoptado en 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar 
este Tratado de acuerdo con lo previsto en el artículo 189 numeral 2o. 
de la Constitución Política.

La admisión de un tratamiento diferente en materias substanciales 
por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas 
en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de 
la materia regulada en él”.

Artículo transitorio. Si el Gobierno Nacional no presenta el respectivo 
proyecto de ley aprobatoria de este Tratado dentro de los tres meses 
siguientes a la entrada en vigencia de este acto legislativo, el mismo 
podrá ser presentado por el mismo número de parlamentarios requerido 
para ejercer la iniciativa en materia de actos legislativos.”

Artículo 2o. El presente Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación.

Cordialmente,
Gustavo A. Guerra Lemoine, 

Senador Ponente.
* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 164 DE 2001 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Protocolo de Cartagena 
sobre Seguridad de la diversidad biológica, hecho en Montreal 

el 29 de enero de 2000.
A continuación me dispongo a cumplir con la honrosa comisión de 

rendir informe para la aprobación del Protocolo de Cartagena, instru­
mento internacional derivado del Convenio de Diversidad Biológica, 
firmado por Colombia en el marco de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo en 1992 y ratificado 
mediante la Ley 165 de 1994.

El presente informe se divide en cuatro partes: La primera relacio­
nada con los antecedentes del Protocolo, la segunda explica los 
elementos básicos y las discusiones en tomo a las materias que regula, 
la tercera, trata propiamente las nociones y procedimientos contenidos 
en el Protocolo y finalmente, la cuarta, conclusiones y recomendacio­
nes entre las que expone las limitaciones del instrumento en estudio y 
la necesidad de una legislación nacional complementaria.

Antecedentes
En la Cumbre para la Tierra, llevada a cabo en junio de 1992 en Río 

de Janeiro, uno de los temas en el que los líderes del mundo acordaron 
definir políticas fue la biodiversidad, ya que su pérdida y disminución 
son uno de los grandes indicadores de la problemática ambiental. En 
ese encuentro mundial en aras de su manejo y protección fue firmado 
el Convenio de Diversidad Biológica (CDB), el cual en 1994 fue 
ratificado por Colombia.

El CDB es un acuerdo internacional que expresa la voluntad 
política de los países firmantes de tomar medidas en los diversos 
aspectos del tema en cuestión. Uno de esos aspectos, como se anota en 
la exposición de motivos, se relaciona con el compromiso adquirido 
por las Partes, según el artículo 19, numeral 3, de estudiar “la 
necesidad y las modalidades de un Protocolo que establezca procedi­
mientos adecuados (...) en la esfera de la transferencia, manipulación 
y utilización de cualesquiera organismos vivos modificados resultan­

tes de la biotecnología que puedan tener efectos adversos para la 
conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica.

En cumplimiento de ese mandato el Protocolo de Bioseguridad es 
el primer instrumento internacional derivado del Convenio de Diver­
sidad Biológica, cuya discusión se inició desde la primera Reunión de 
las Partes del CBD para finalmente comenzar a producir frutos el 24 
de febrero de 2000, fecha en que se abrió a la firma.

No sobra recordar que para países megadiversos como Colombia, 
las discusiones y debates sobre estas materias son de especial relevan­
cia puesto que está en juego la regulación y negociación de recursos 
estratégicos para su desarrollo en el siglo XXI. Al respecto, es 
necesario reseñar con agrado que consciente de esto Colombia cum­
plió un importante papel en las negociaciones del instrumento en 
cuestión, labor reconocida intemacionalmente al haber sido este 
denominado como “Protocolo de Cartagena”.

La Biotecnología: controversias y discusiones
El mejoramiento de especies y seres vivos, ha sido a lo largo de la 

historia una de las herramientas de adaptación del ser humano a su 
entorno, de esta manera la domesticación y manejo de plantas y 
animales han hecho posible su propio éxito como especie. Actualmen­
te la aplicación de la tecnología moderna al propósito de mejoramiento 
de los seres vivos otorga al ser humano posibilidades casi infinitas de 
modificación de la vida en el planeta. Esta nueva etapa es la que hoy 
se conoce como biotecnología moderna.

Entre las nuevas tecnologías, las que producen mayor controversia 
y suscitan más inquietudes son aquellas desarrolladas por la ingeniería 
genética, ellas permiten modificar el código genético de los seres 
vivos mediante la manipulación de su ADN. La aplicación de la 
ingeniería genética hace posible cambiar la estructura del ADN de un 
individuo introduciendo o eliminando características específicas me­
diante la supresión o ingreso de nuevos genes de otro individuo con el 
objeto de generar cambios previamente estudiados. Se han roto así 
todas las leyes naturales de la herencia, haciendo posible un intercam­
bio genético entre especies que, de acuerdo con las leyes de la 
naturaleza jamás se habrían cruzado, se puede introducir las caracte­
rísticas genéticas de un pescado en un tomate y crear pollos sin alas ni 
pico.

De esta manera, mediante la combinación de genes y el cambio de 
características específicas de entre todas las especies, el ser humano ha 
adquirido la posibilidad de crear nuevos organismos vivos, que no 
existían en el planeta, los cuales han sido denominados Organismos 
Genéticamente Modificados (OGM), Organismos Vivos Modificados 
(OVM) u organismos transgénicos.

adquieren un valor económico

Antes de continuar es importante anotar que la materia prima de 
estos procedimientos y de los OVM son los seres vivos y recordar que 
el concepto biodiversidad hace referencia específicamente a la varie­
dad y variabilidad de la vida, es decir la diversidad de y entre los seres 
vivos. Esto significa que en relación con este tema Colombia como 
país megadiverso tiene una importancia global estratégica en la 
materia y que igualmente sus recursos 
incalculable para el mundo en esta misma perspectiva.

A continuación, dentro de este acápite y con el objeto de lograr una 
mejor comprensión de las múltiples 
biotecnología moderna se realizará una breve exposición sobre sus 
posibles efectos y consecuencias y las controversias que han generado.

Aun cuando la manipulación genética es posible en todos los seres 
vivos, la investigación y la experimentación, como es de esperarse, no 
avanza con la misma rapidez en seres humanos, animales y plantas. En 
el primer caso, la decodificación del Genoma Humano es un primer 
gran paso pero antes de proceder a cualquier experimentación genética 
es necesario identificar la función y características asociadas a cada 
gen, tarea hasta ahora iniciada por la comunidad científica. En este 
sentido, se espera que el estudio del Genoma permita el mejoramiento 
de la especie mediante control de en 

implicaciones del uso de la

fermedades genéticas y sirva
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también al desarrollo deimedicinas y curas a enfermedades. Respecto 
a los animales se han realizado mayores avances, basta con recordar 
el caso de la oveja clonada Dolly, sin embargo son experimentos que 
poco han transcendido los laboratorios o el denominado uso confinado 
de OVM., En cambio, en el campo de la manipulación genética de 

• plantas se cuenta con una mayor ilustración y experiencia en el tema 
y en consecuencia se puede observar con mayor claridad las controver­
sias y los argumentos a favor y en contra de los OVM.

En primer lugar, el desarrollo de plantas transgénicas se sustenta 
bajo el argumento de la seguridad alimentaria. Se sostiene, que para el 
año 2050 el planeta contará con una población de 11.000 millones de 
habitantes, y se afirma entonces que la única posibilidad de garantizar 
el alimento para todos es que se aumente la productividad agrícola y 
se mejore la calidad de Iós alimentos, de acuerdo con esta tesis esto “no 
puede ser viable sin el uso de la biotecnología”.

Bajo el anterior argumento es que se han ido desarrollando diferen­
tes especies de plantas genéticamente mejoradas que, de acuerdo con 
Rodrigo Artunduaga, coordinador de Bioseguridad y Recursos 
Genéticos de uso Agrícola del IC A, tienen características agronómicas 
deseables como:

la calidad del producto, de acuerdo con los

a) Resistencia a herbicidas, insectos plaga y enfermedades (princi­
palmente las causadas por virus, bacterias y hongos);

b) Maduración tardía, para evitar pérdidas poscosecha e igualmente 
facilitar la comercialización de los productos;

c) Mejoramiento de
requerimientos del consumidor, y

d) Resistencia a condiciones ambientales adversas. Se aclara que 
las plantas hasta ahora desarrolladas y que se siembran actualmente en 
el mundo con fines comerciales sólo responden a los dos primeros 
propósitos.

De una parte, ffent; a las razones expuestas en favor de los 
transgénicos se contraponen los siguientes argumentos. Para comen­
zar en lo relacionado co o la seguridad alimentaria, se puede decir que 
a favor de la Revoluciói i Verde que tuvo lugar en la segunda mitad del 
siglo XX, se sostuviere n las mismas ideas y en la práctica, pese al 
efectivo aumento de la producción agrícola a nivel mundial, esto no 
impidió la ocurrencia c e eventos tan dramáticos como la hambruna 
africana en la década dé 1980. Se considera entonces que el aumento 
de la producción no im )lica necesariamente que todos puedan bene­
ficiarse de la misma, es
Además, los problema , de seguridad y déficit alimentario hacia el 
futuro se encuentran ta mbién asociados a la degradación del medio 
ambiente por las activic lades antrópicas, como el cambio climático y 
la agricultura del uso in tensivo de agroquímicos. Se afirma en conse­
cuencia que la degradí ción de las condiciones ambientales es una 
barrera a cualquier tipo 
cultivos transgénicos.
Verde puede ocurrir qu< 
genética del mundo, ya que serán pocas las especies cultivadas 
mundialmente y por es¡ i vía se disminuya también la calidad alimen­
ticia por disminución d 3 la variedad en los alimentos.

De otra parte, se esgrimen razones en contra relacionadas con los 
efectos nocivos para e 
cultivos. En el caso de 
preocupación para el u

1. La posible creacic n de nuevas malezas mediante el cruzamiento 
natural de plantas res sientes a herbicidas con especies silvestres 
relacionadas, o la generación de insectos plaga resistentes a las 
endotoxinas de efecto : nsecticida.

2. El daño a especies 
una planta transgénicí 
predadores de otras plí gas.

3. Los efectos de la alteración del equilibrio poblacional en comu­
nidades bióticas y ecosistemas del entorno, por el desarrollo de 

iecir no es garantía de acceso a los alimentos.

de tecnología no sostenible, lo que incluye los 
finalmente, al igual que con la Revolución 

los cultivos de OVM erosionen la diversidad

medio ambiente y la salud humana de estos 
medio ambiente, los principales factores de 

so de OVM son los siguientes:

no objetivo, como por ejemplo el causado por 
resistente a plagas a insectos benéficos o

especies invasoras que llegan a multiplicarse en tal cantidad que 
afectan la existencia de otras especies.

4. La erosión de los recursos genéticos tradicionales y nativos, tanto 
porque la demanda de los productos trangénicos deja a los nativos sin 
incentivo para su uso, como también porque los nuevos productos 
aparentemente tienen tantas ventajas que el agricultor deja de sembrar 
los tradicionales.

5. La homogenización de los cultivos, que aumenta la vulnerabili­
dad de éstos a un ataque de nuevas plagas y enfermedades.

En relación con la salud humana existen temores por los efectos que 
los OGM pueden generar una vez hayan entrado en la cadena alimen­
ticia animal y humana. Se afirma que como no se puede garantizar la 
estabilidad de las modificaciones genéticas introducidas tampoco es 
posible predecir qué pasará una vez estos alimentos lleguen al aparato 
digestivo humano y animal. Si a esto se adiciona que dentro del 
procedimiento de creación de OVM se utilizan entre otros virus con 
resistencia a los antibióticos, las posibilidades de recombinación y 
mutación nos enfrentan a la posibilidad de que los seres humanos 
desarrollen por ejemplo ese tipo de resistencias o alergias.

Finalmente es importante contextual izar esta discusión en Colom­
bia. Lo primero es que dada la importancia de la agricultura para 
nuestra economía es necesario de definir posiciones y políticas frente 
al tema. Si bien hasta el momento nuestro país no cuenta con cultivos 
transgénicos comerciales, primero, tampoco cuenta con suficiente 
regulación sobre el tema y segundo, es una realidad que pronto llegará 
a nuestro territorio representada en especies trangénicas que además 
no han sido desarrolladas para ecosistemas tropicales. Además, es 
muy importante tener en cuenta que Colombia hace parte de los 
llamados centros de origen y diversidad de especies, esto quiere decir 
que numerosas plantas que son básicas para la alimentación mundial 
como la papa, la batata, el maíz, el tomate, el fríjol, la yuca, el maní, 
etc, son nativas y en consecuencia existe una gran variedad de especies 
silvestres de las mismas en nuestro territorio que pueden cruzarse o 
recombinarse con las trangénicas produciendo cambios ecológicos 
desconocidos.

El Protocolo de Cartagena
De la conciencia sobre la complejidad entre los beneficios, efectos 

y riesgos potenciales implícitos en la transferencia, manejo, uso y 
liberación de los OVM nació la necesidad de sü regulación, la serie de 
normas y procedimientos establecidos con tal fin ha recibido la 
denominación de bioseguridad. Seguidamente se expondrá el conteni­
do y los alcances del Protocolo en estudio, el cual trata el tema de la 
bioseguridad a nivel internacional.

El Protocolo de Cartagena es el primer instrumento internacio­
nal que busca, como su objeto lo indica “contribuir a garantizar un 
nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, 
manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modi­
ficados resultantes de la biotecnología moderna”, a partir del 
enfoque de precaución.

En relación con el ámbito, se debe reseñar que si bien al iniciarse 
las discusiones del Protocolo en la primera Conferencia de las 
Partes del CDB se esperó que todos los temas relacionados con la 
biotecnología fueran regulados por este instrumento, la multiplici­
dad de países y de intereses involucrados en las negociaciones 
restringió el ámbito del Protocolo al movimiento transfronterizo de 
OMV esto comprende, de acuerdo con la exposición de motivos, 
“los requisitos y procedimientos necesarios para su importación y 
exportación”, excluyéndose de éstos los productos farmacéuticos 
transgénicos. Este ámbito de aplicación se consagró sin perjuicio 
medidas nacionales adicionales de bioseguridad que las Partes 
decidan tomar, tema que será tratado en el último acápite de este 
informe en relación con el caso colombiano.

En la exposición de motivos se resaltan cinco elementos importan­
tes incorporados en el Protocolo, que se presentan literalmente así:
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• Principio de Precaución. La consagración de este principio por 
primera vez en un instrumento internacional ambiental y su figuración 
como eje rector del Protocolo (artículos Io, 10 y 11) es el más 
trascendental aspecto de este instrumento internacional. El Principio 
de Precaución establece que la falta de certeza científica no debe 
constituir un obstáculo para adoptar medidas conducentes a la preven­
ción de los efectos adversos que puedan tener los OVM o a impedir la 
importación de un OVM determinado. De esta forma se dotó de una 
importante herramienta a los Estados Parte que los protege de manera 
definitiva frente a la incertidumbre científica y los imperativos de 
tomar decisiones.

• Acuerdo Informado Previo. Es el mecanismo principal que 
contempla el protocolo para la protección del medio ambiente y la 
salud humana (artículos 7o, 10 y 11). Consiste en garantizar a los países 
importadores el derecho a realizar un análisis de riesgo (artículo 15 y 
Anexo III) con el fin de determinar las potenciales consecuencias de 
permitir la entrada de un OVM en su territorio, la aprobación o no de 
su importación y así mismo establecer las condiciones en que se 
utilizará el OVM. El silencio administrativo no se interpretará como 
consentimiento a la importación.

• Evaluación y Gestión del Riesgo. Complementan el Acuerdo 
Informado Previo. Son el sustrato para la adopción de decisiones 
fundamentales en relación con los OVM y deberán aplicarse caso por 
caso. Por consiguiente, reside en la soberanía de cada Estado Parte, 
con base en la identificación de los riesgos particulares a cada OVM, 
la posibilidad de que ocurran y sus consecuencias eventuales, el 
determinar si estos son o no riesgos gestionables y si acepta o no su 
ingreso.

• Centro de Intercambio de Información. Establecido en el 
artículo 20, tiene por objetofacilitar el acceso de las Partes a la 
información relevante a los temas relacionados con el Protocolo, así 
como también a las decisiones que tome cada nación frente al uso y 
manipulación de OVM.

• Fortalecimiento de la Capacidad. Es una obligación contenida 
en el artículo 22, para los países desarrollados de contribuir a la 
creación o al fortalecimiento de la capacidad institucional y de los 
recursos humanos de los países en desarrollo, con miras a la aplicación 
eficaz de las medidas contempladas en el instrumento.

• Mecanismo de Responsabilidad y Compensación. El Protocolo 
contiene la obligación para las Partes de desarrollar un mecanismo de 
responsabilidad y compensación por los daños resultantes de los 
movimientos transfronterizos de OVM.

En adición, es relevante mencionar:
• Relación con otros tratados internacionales, este aspecto fue de 

especial controversia en las negociaciones, debido al conflicto entre 
los instrumentos ambientales y los tratados comerciales, 
específicamente aquellos emanados de la ONIC, debido a que las 
decisiones en el marco comercial requieren suficiente evidencia 
científica en contraposición al Principio de Precaución ya explicado. 
En el texto del Protocolo se resolvió que unas y otras normas deben 
apoyarse mutuamente.

• Envasado e Identificación. Se incluye el etiquetado de los 
cargamentos de los productos para alimentación humana y animal o 
para procesamiento industrial que “puedan contener transgénicos ”.

Conclusiones y recomendaciones
En primer lugar, presentadas en este informe las implicaciones de 

la biotecnología y sus productos: los OMV, para el medio ambiente y 
la salud humana, entre otros se encuentra que el argumento de la 
exposición de motivos según el cual se trata de un instrumento de 
carácter preventivo, se ha confirmado plenamente.

En segundo lugar, se considera que es necesario valorar positiva­
mente el Protocolo como un instrumento fundamental para la protec­
ción de nuestra biodiversidad y su valor estratégico y el desarrollo de 

sólo regulan lo relacionado con

ectos e implicaciones del tema.

políticas en el mismo sentido, como también lo sugiere la exposición 
de motivos.

Finalmente, no se puede olvidar que el Protocolo refuerza y 
desarrolla los principios constitucionales establecidos por la Carta 
Política de 1991, de manera que su ratificación se constituye en una de 
las vías mediante las cuales el Estado da cumplimiento a la Carta.

Sustentada la importancia de la adopción de normas de bioseguridad 
y expuestos también los argumentos de la exposición de motivos, 
resulta evidente la conveniencia de la adopción del Protocolo de 
Bioseguridad.

Por último, antes de finalizar este informe, considero primordial 
presentar a manera de recomendación, una última reflexión.

Necesidad de una Regulación Nacional Complementaria.
Si bien se han reconocido en toda su dimensión los avances y la 

importancia del Protocolo para la regulación en bioseguridad, dado su 
reducido ámbito de aplicación, sólo para OVM transfronterizos, es 
evidente que queda a la iniciativa de los Estados Partes la debida 
complementación en bioseguridad a nivel nacional.

En el caso colombiano la regulación es bastante precaria, ella se 
reduce a un Decreto y un Acuerdo expedidos por el Instituto Colom­
biano Agropecuario, ICA, normas que 
semillas transgénicas y crean un Consejo Nacional en la materia, 
respectivamente. Reitero en consecuencia, la deficiencia a nivel 
legislativo nacional y al respecto considero que una materia tan 
delicada y estratégica para nuestro futuro debería ser reglamentada por 
una ley nacional que trate todos los aspi

Igualmente, es fundamental que las políticas nacionales tengan en 
cuenta el tema tanto para los asuntos relacionados con el medio 
ambiente y la salud humana como para aquellos concernientes al 
sector agrícola y las implicaciones para este. Las políticas anterior­
mente mencionadas han de incluir el desarrollo de temas como 
mejoramiento y creación de capacidad institucional en bioseguridad, 
fortalecimiento de la investigación en biotecnología y la apropiación 
tecnológica.

Por último se debe tener clara la estrecha relación de la bioseguridad 
con una variedad de temas asociados, cuyo manejo en conjunto debe 
ser coherente como: derechos de propiedad intelectual, específicamente 
patentes, acceso y manejo de los recursos genéticos, bioética y 
derechos de los consumidores respecto a ser informados.

De esta manera en cumplimiento 
encargan como Senador de la Repúbl < 
informe y solicitar a los miembros de i 
al Proyecto de ley número 164 de 2001, por medio de la cual se 
aprueba el Protocolo de Cartagena sobre seguridad de la diversidad 
biológica, hecho en Montreal el 29 de enero de 2000.

De los honorables Senadores,

de las funciones que se me 
ca, me permito presentar este 
a plenaria dar segundo debate

Rafael Orduz Medina, 
Senador de la República.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 200 DE 2001 SENADO
por la cual se crea la Comisión de Paz del Senado de la República 
y la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 29 de agosto de 2001
Señor Senador
CARLOS GARCIA ORJUELA
Honorable Presidente Senado de la República
Ciudad
Respetado Presidente:
Procedo a rendir informe de ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 200 de 2001 Senado, por la cual se crea la
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Comisión de Paz del Senado de la República y la Comisión de Paz de 
la Cámara de Representantes y se dictan otras disposiciones”, de 
autoría del honorable Senador Carlos Arturo Angel. Dicho proyecto 
fue aprobado por la Comisión Primera Constitucional del Senado de 
la República el pasado 12 de junio del año en curso, según consta acta 
No.33 de la célula congresional en referencia.

Así, la presente ponencia se dividirá en:
1. Importancia de las comisiones de paz.
2. Pliego de modificaciones.
3. Proposición final.
4. Articulado final del proyecto de ley número 200 de 2001, por la 

cual se crea la Comisión de Paz del Senado de la República y la 
Comisión de Paz de la Cámara de Representantes y se dictan otras 
disposiciones.

1. Importancia de las Comisiones de Paz
1.1 Un escenario necesario
El proceso de paz que es gestionado en la actualidad en nuestro país 

genera una fuerte dinámica política de la cual el Congreso de la 
República no puede, ni debe, marginarse. Como foro de discusión 
política por antonomasia; en el cual debaten los representantes de los 
intereses de los ciudadanos, el Congreso debe tener una participación 
protagónica en la discusión que sentará las bases de la Colombia de 
posguerra.

Así, si bien es cierto la dirección general de los trámites de paz (así 
como de la conservación del orden público) le corresponde constitu­
cionalmente al ejecutivo, lo cual es a todas luces apropiado, no es 
menos cierto que el papel del legislativo no debe restringirse a 
legalizar ex post facto unas fórmulas acordadas sin su participación. 
Lo anterior, toda vez que el proceso de paz no debe tener una carácter 
excluyente, limitado a unos cuantos déspotas benevolentes, sino, por 
el contrario, debe ser gestionado por todos los actores políticos del 
país, bajo la coordinación general del Presidente de la República. Un 
proceso de paz excluyente está fatalmente destinado a fracasar, por lo 
que la participación del Congreso de la República en él un paso 
necesario (aunque no suficiente) para evadir tal sino.

En este marco, surge entonces la pregunta obligada: ¿qué medidas 
tomar para, tomar operativa esta necesaria participación del legislati­
vo en los trámites de paz? Pues bien, el proyecto de ley del cual rindo 
hoy ponencia es una respuesta afortunada a esta pregunta, ya que 
propone la creación de un escenario propicio para que se surta un 
debate profundo al interior del Congreso de la República sobre los 
temas relacionados a la paz. Veamos a continuación los lincamientos 
generales de la propuesta.

1.2 El proyecto de ley
1.2.1 Antecedentes
El autor del proyecto de ley forma parte de la actualmente existente 

Comisión Accidental de Paz del Senado de la República, creada el 8 
de agosto de 1998 mediante proposición a la Plenaria del Senado. Tal 
Comisión tenía como objetivo asegurar que el Senado pudiera contri­
buir al avance del proceso de paz y facilitar la labor legislativa del 
Congreso en las materias que hicieran parte de la agenda de los 
diálogos que estuvieran en curso. Para alcanzar tales objetivos, la 
Comisión contaba con ciertas funciones, tales como hacer un segui­
miento al proceso de paz, recoger la información pertinente sobre el 
tema, apoyar la gestión de los congresistas que hicieran parte del 
Consejo Nacional de Paz, etc.

Sin embargo, como bien lo anota el autor en la exposición de 
motivos y es conocido por todos, los resultados efectivos de las 
actuaciones de la Comisión Accidental de Paz han sido muy reducidos, 
tanto en su repercusión en el proceso de paz, como en el papel que esta 
ha jugado al interior del Congreso1.

1 Angel, Carlos Arturo. “Análisis de Gestión y Futuro de la Comisión Accidental de 
Paz del Senado de la República”. Anexo a la Exposición de Motivos. Pág. 23.

Tal ausencia de resultados obedece a obstáculos de dos índoles: 
formales y de fondo. En primer lugar, la Comisión de Paz no cuenta 

con las suficientes herramientas legales para hacer de ella, un elemento 
proactivo dentro de la construcción de la paz, como tampoco cuenta 
con los medios para ser representada en el Consejo Nacional de Paz. 
De similar manera, respecto a las problemáticas de fondo, la Comisión 
Accidental de Paz ha encontrado serios obstáculos para poder ejercer 
su labor sin inmiscuirse en el ámbito de funciones propias del Presi­
dente de la República.

Estas dificultades, como se dijo, generaron que la capacidad de 
participación del Congreso de la República en el debate por la paz 
colombiana fuera muy reducida.

Sin embargo, esta participación es necesaria, por lo que la situación 
actual debe ser cambiada.

2. Pliego de Modificaciones
En el proyecto inicial presentado por el honorable Senador Carlos 

Arturo Angel, se contemplaba la creación y reglamentación de la 
comisión de paz de manera exclusiva para el Senado de la República. 
Esa misma línea fue seguida por el suscrito ponente en el texto que fue 
presentado en pleno a la Comisión Primera Constitucional; sin embar­
go, durante el debate del mismo, los integrantes de la comisión 
precitada argüyeron la necesidad de crear no solamente la Comisión de 
Paz en el Senado de la República, sino también en la Cámara de 
Representantes.

De tal manera, se procedió a modificar los siguientes artículos con 
el único objetivo de integrar la iniciativa con la participación de la 
Cámara de Representantes, el cambio introducido se escribe en 
cursiva, resaltándose que las únicas modificaciones se dieron en tomo 
a incluir a “la Cámara de Representantes”:

Artículo 1 °. Creación. Créase la Comisión de Paz del Senado de la 
República y la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes.

Artículo 2o .Integración, elección, vacanciayperíodo. La Comisión 
de Paz estará integrada así:

- Comisión de Paz del Senado de la República: Ocho (8) Senadores.
- Comisión de Paz de la Cámara de Representantes: Nueve (9) 

Representantes a la Cámara.
Las Plenarias de cada Corporación, elegirán sus delegados en la 

Comisión, asegurando la representación de la mayoría de los partidos 
y movimientos políticos con asiento en el Congreso y garantizando la 
representación de las minorías.

Las vacantes definitivas serán ocupadas por la designación que 
hagan las respectivas plenarias de las Corporaciones.

Los miembros de la Comisión serán designados por un período 
personal de cuatro (4) años.

Artículo 3o. Presidente y Vicepresidente, elección, período y no 
reelección. La Mesa Directiva de la Comisión de Paz de la Cámara de 
Representantes y de la Comisión de Paz del Senado de la República la 
conformarán el Presidente y el Vicepresidente. Su elección 
corresponderá al pleno de cada una de las Comisiones y se hará por un 
período de un (1) año. No habrá reelección, ni podrán ser reelegidos 
dentro del mismo cuatrienio constitucional.

Artículo 4o. Secretaría, Subsecretaría, apoyo logístico y operativo. 
El Secretario y Subsecretario de cada Comisión será quien ejerza ese 
cargo en cada Corporación.

El apoyo logístico y operativo de la Comisión será suministrado por 
las respectivas Secretarías Generales de cada una de las Cámaras.

Artículo 9o. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 418 de 1997, el 
cual quedará así:

“Artículo 7o. La Comisión de Paz del Senado de la República y de 
la Cámara Representantes será la encargada de efectuar el seguimiento 
de la aplicación de esta ley, recibir las quejas que se susciten con 
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ocasión de la misma y revisar los informes que se soliciten al Gobierno 
Nacional.

El Gobierno, a través del Alto Comisionado Para La Paz y el 
Ministro del Interior, deberá presentar informes dentro de los diez (10) 
primeros días de cada período legislativo a la Comisión de que trata 
este artículo, referidos a la utilización de las atribuciones que se le 
confieren mediante la presente ley, así como las medidas tendientes a 
mejorar las condiciones económicas de las zonas y grupos marginados 
de la población colombiana. La no presentación del informe, en el 
término establecido, dará lugar a que la Comisión de Paz del Senado 
de la República y de la Cámara Representantes solicite a las Plenarias 
del Congreso, se ejerzan las facultades de control político contra los 
funcionarios responsables.”

Artículo 10. Modifiqúense los literales a) y b) del artículo 4o de la 
Ley 434 de 1998, los cuales quedarán así:

“a) Por la Rama Ejecutiva del Poder Público.
El Alto Comisionado para la Paz, los Ministros del Interior, de 

Defensa Nacional, de Justicia y del Derecho, de Hacienda y el Director 
Nacional de Planeación.

Igualmente, para el tratamiento de los asuntos de índole militar y 
policial, el Presidente podrá invitar a los miembros de la Fuerza 
Pública.

Cinco Gobernadores, los que serán designados por el Gobierno 
Nacional, respetando la representación por regiones.

Cinco alcaldes, los que serán designados por el Gobierno Nacional 
respetando la representación por regiones.

Cinco diputados, los cuales designados por el Gobierno Nacional, 
respetando la representación por regiones.

Cinco Concejales, los cuales serán designados por el Gobierno 
Nacional, respetando la representación por regiones.

El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos de elección para 
gobernadores, alcaldes, diputados y concejales;

b) Por la Rama Legislativa del Poder Público:
- El Presidente del Senado.
- El Presidente de la Cámara de Representantes.
- El Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República 

V de la Cámara Representantes.
- El Vicepresidente de la Comisión de Paz del Senado de la 

República y de la Cámara Representantes.
- Dos (2) Senadores miembros de la Comisión de Paz del Senado 

de la República, teniendo en cuenta que uno (1) de ellos represente a 
las minorías políticas.

- Dos (2) Representantes a la Cámara miembros de la Comisión de 
Paz de la Cámara de Representantes, teniendo en cuenta que uno (1) 
de ellos represente a las minorías políticas”..

Artículo 11. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 434 de 1998, el 
cual quedará así:

“Artículo 7o. Comité Nacional de Paz. El Consejo Nacional de Paz 
designará un Comité Nacional de Paz de sus propios miembros, 
agencia del Estado, como órgano ejecutor de las fimciones que le 
delegue el Presidente de la República y aquellas que le asigne o 
delegue el Consejo Nacional de Paz, de conformidad con sureglamento. 
El Comité estará compuesto por nueve (9) miembros del Consejo 
Nacional de Paz, así: tres (3) representantes de los organismos de la 
sociedad civil, dos (2) de los órganos de control; dos (2) de la Rama 
Ejecutiva, y dos (2) de la Rama Legislativa, quienes deberán ser el 
Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República y el 
Presidente de la Comisión de Paz de la Cámara Representantes. La 
elección del Comité la hará el Presidente de la República en su 
condición de Presidente del Consejo Nacional de Paz.

En el ejercicio de las funciones propias del Comité, los particulares 
estarán sometidos al control del Ministerio Público”.

Tales fueron las modificaciones incluidas por la Comisión Primera 
de Senado en el primer debate del proyecto en cuestión.

3. Proposición final

Representantes y se dictan otras

Apruébese en segundo debate el Proyecto de ley número 200 de 
2001, por la cual se crea la Comisión de Paz del Senado de la República 
y la Comisión de Paz de la Cámara de 
disposiciones, con las modificaciones aquí propuestas.

4. Articulado final del Proyecto de ley número 200 de 2001, por la 
cual se crea la Comisión de Paz del Senado de la República y la 
Comisión de Paz de la Cámara de Representantes y se dictan otras 
disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia 
DECRETA:

CAPITULO I
Comisión de Paz del Senado de la República 

y de la Cámara de Representantes
Artículo 1 °. Creación. Créase la Comisión de Paz del Senado de la 

República y la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes.
Artículo 2°. Integración, elección, vacanciayperíodo. La Comisión 

de Paz estará integrada así:
- Comisión de Paz del Senado de la República: Ocho (8) Senadores.
- Comisión de Paz de la Cámara de Representantes: Nueve (9) 

Representantes a la Cámara.
Las Plenarias de cada Corporación, elegirán sus delegados en la 

Comisión, asegurando la representación de la mayoría de los partidos 
y movimientos políticos con asiento en el Congreso y garantizando la 
representación de las minorías.

Las vacantes definitivas serán ocupadas por la designación que 
hagan las respectivas plenarias de las Corporaciones.

Los miembros de la Comisión serán designados por un período 
personal de cuatro (4) años.

Artículo 3o. Presidente y Vicepresidente, elección, período y no 
reelección. La Mesa Directiva de la Comisión de Paz de la Cámara de 
Representantes y de la Comisión de Paz del Senado de la República la 
conformarán el Presidente y el Vicepresidente. Su elección 
corresponderá al pleno de cada un de las Comisiones y se hará por un 
período de un (1) afio. No habrá reelección, ni podrán ser reelegidos 
dentro del mismo cuatrienio constitucional.

Artículo 4o. Secretaría, Subsecretaría, apoyo logísticoy operativo. 
El Secretario y Subsecretario de cada Comisión será quien ejerza ese 
cargo en cada Corporación.

El apoyo logístico y operativo de la Comisión será suministrado por 
las respectivas Secretarías Generales de cada una de las Cámaras.

Artículo 5o. Asesores. La Comisión no podrá contratar asesores de 
planta ni bajo contrato de prestación de servicios. Los miembros de la 
Comisión, directamente o por intermedio del personal asignado a sus 
Unidades de Trabajo Legislativo (UTL) deberán encargarse de la 
elaboración de estudios, trabajos e informes propios del desarrollo de 
las funciones asignadas a la Comisión.

Artículo 6o. Funciones. Las Comisiones de Paz tendrán las siguientes 
funciones:

1. Convocar o escuchar por solicitud de ellas, a todas las partes 
actoras o involucradas en el conflicto, con miras a abrir y promover 
espacios de diálogo.

2. Promover y presentar a consideración del Congreso iniciativas 
legislativas que tengan por objeto faojlitar el logro de una paz negociada.

3. Discutir con los organismos$ie seguridad sus preocupaciones y 
necesidades para un total y efectivo cubrimiento del orden público en 
el país.

4. Convocar a los Ministros y a los Altos Funcionarios del Estado,
a fin de que rindan informes sobre sus actuaciones, cuando ellas 
incidan en el desarrollo de las actividades tendientes a lograr la paz.
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5. Promover o participar en foros, seminarios y conferencias, que 
permitan al Congreso y sus miembros, tener una visión más clara en 
relación con las causas, los efectos y las particularidades del conflicto 
armado, así como, de las condiciones para lograr su superación por la 
vía de la negociación política.

6. Cuando se considere pertinente, recibir en audiencia pública a los 
ciudadanos que, sintiéndose afectados, así lo soliciten.

7. Estudiar la situación, las políticas gubernamentales y las soluciones 
al problema de los desplazados por la violencia, así como, hacerle 
seguimiento permanente a la gestión estatal en esta materia.

8. Prestar ayuda humanitaria, en aquellos casos de retención de 
miembros de la sociedad civil o de la fuerza pública, víctimas de las 
organizaciones armadas al margen de la ley.

9. Recoger todo tipo de información que sea pertinente en relación 
con los asuntos de paz. j

10. Evaluar los procesos de paz.
11. Apoyar la gestión de los congresistas que hagan parte del 

Consejo Nacional de Paz, del Comité Nacional de Paz, de las mesas de 
negociación, concertación o conciliación, así como, en cualquier otro 
escenario similar conformado por decisión gubernamental o 
congresional o establecido en la ley.

12. Rendir informes anuales a las Plenarias de Senado y Cámara, 
enviar copia de ellos al Presidente de la República y divulgarlos a la 
opinión pública.

13. Promover procesos de conciencia ciudadana en materia de paz.
14. Promover jornadas pedagógicas en materia de Derecho 

Internacional Humanitario con los diferentes actores del conflicto 
armado, con el fin de lograr su respeto y el de la ciudadanía desarmada 
en medio del conflicto.

15. Todas las demás que por su naturaleza le obligue y que la 
Constitución, la Ley y las Directivas del Congreso de la República le 
asignen.

Artículo 7o. Reuniones. Las reuniones de la Comisión de Paz se 
harán cada vez que el Presidente o el Vicepresidente de cada Comisión 
las convoque y estarán Clasificadas, así:

a) Reuniones Ordinarias: Para analizar, discutir y reflexionar sobre 
el desarrollo y los avances de los acontecimientos, de los temas y del 
Proceso de Paz, es decir, para efectuar el análisis de coyuntura y hacer 
las manifestaciones, recomendaciones, críticas, sugerencias y 
propuestas a que haya lugar. También para analizar los informes que 
se presenten al Congresó o a las Comisiones sobre los asuntos de paz;

b) Reuniones Extraordinarias: Para analizar, discutir y reflexionar 
sobre los informes y documentos que prepare las Comisiones u otros
agentes estatales o no 
temáticos:

gubernamentales sobre los siguientes ejes

- Reforma Política.
- Reforma del Estado.

Reforma Económica.

Violencia.

- Reforma Social.
- Reforma Agraria.
- Desplazados por la
Artículo 8o. Régimen defuncionamiento aplicable. En lo que no sea 

contrario a esta ley, la Comisión para su funcionamiento aplicará las 
disposiciones contenidas en la Ley 5a de 1992 (Reglamento del 
Congreso), las que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

CAPITULO II
Otras disposiciones

Artículo 9o. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 418 de 1997, el 
cual quedará así:

“Artículo 7o. La Cor íisión de Paz del Senado de la República y de 
la Cámara Representant ss será la encargada de efectuar el seguimiento 

de la aplicación de esta ley, recibir las quejas que se susciten con 
ocasión de la misma y revisar los informes que se soliciten al Gobierno 
Nacional.

El Gobierno, a través del Alto Comisionado Para La Paz y el 
Ministro del Interior, deberá presentar informes dentro de los diez (10) 
primeros días de cada período legislativo a la Comisión de que trata 
este artículo, referidos a la utilización de las atribuciones que se le 
confieren mediante la presente Ley, así como las medidas tendientes 
a mejorar las condiciones económicas de las zonas y grupos marginados 
de la población colombiana. La no presentación del informe, en el 
término establecido, dará lugar a que la Comisión de Paz del Senado 
de la República y de la Cámara Representantes solicite a las Plenarias 
del Congreso, se ejerzan las facultades de control político contra los 
funcionarios responsables”.

Artículo 10. Modifiqúense los literales a) y b) del artículo 4o de la 
Ley 434 de 1998, los cuales quedarán así:

“a) Por la Rama Ejecutiva del Poder Público:
El Alto Comisionado para la Paz, los Ministros del Interior, de 

Defensa Nacional, de Justicia y del Derecho, de Hacienda y el Director 
Nacional de Planeación.

Igualmente, para el tratamiento de los asuntos de índole militar y 
policial, el Presidente podrá invitar a los miembros de la Fuerza 
Pública.

Cinco Gobernadores, los que serán designados por el Gobierno 
Nacional, respetando la representación por regiones.

Cinco Alcaldes, los que serán designados por el Gobierno Nacional 
respetando la representación por regiones

Cinco diputados, los cuales designado por el Gobierno Nacional, 
respetando la representación por regiones

Cinco Concejales, los cuales serán designados por el Gobierno 
Nacional, respetando la representación por regiones.

El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos de elección para 
gobernadores, alcaldes, diputados y concejales;

b) Por la Rama Legislativa del Poder Público:
- El Presidente del Senado.
- El Presidente de la Cámara de Representantes.
- El Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República 

y de la Cámara Representantes.
- El Vicepresidente de la Comisión de Paz del Senado de la 

República y de la Cámara Representantes.
- Dos (2) Senadores miembros de la Comisión de Paz del Senado 

de la República, teniendo en cuenta que uno (1) de ellos represente a 
las minorías políticas.

-Dos (2) Representantes a la Cámara miembros de la Comisión de 
Paz de la Cámara de Representantes, teniendo en cuenta que uno (1) 
de ellos represente a las minorías políticas”.

Artículo 11. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 434 de 1998, el 
cual quedará así:

“Artículo 7o. Comité Nacional de Paz. El Consejo Nacional de Paz 
designará un Comité Nacional de Paz de sus propios miembros, 
agencia del Estado, como órgano ejecutor de las funciones que le 
delegue el Presidente de la República y aquellas que le asigne o 
delegue el Consejo Nacional de Paz, de conformidad con su reglamento. 
El Comité estará compuesto por nueve (9) miembros del Consejo 
Nacional de Paz, así: tres (3) representantes de los organismos de la 
sociedad civil, dos (2) de los órganos de control; dos (2) de la Rama 
Ejecutiva, y dos (2) de la Rama Legislativa, quienes deberán ser el 
Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República y el 
Presidente de la Comisión de Paz de la Cámara Representantes. La 
elección del Comité la hará el Presidente de la República en su 
condición de Presidente del Consejo Nacional de Paz.
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En el ejercicio de las funciones propias del Comité, los particulares 
estarán sometidos al control del Ministerio Público”.

CAPITULO III
Derogaciones y vigencia

Artículo 12. Derogaciones. Esta ley deroga el literal b) del artículo 
2o del Decreto número 352 de 1999, como también, todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 13. Vigencia. Lapresente ley rige a partir de su publicación. 
De los Honorables Senadores,

José Renán Trujillo García, 
Senador de la República.

Se autoriza la publicación del anterior informe.
El Secretario,

Eduardo López Villa.
TEXTO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 200 DE 2001 

SENADO
Aprobado por la Comisión Primera del honorables Senado de 
la República, por la cual se crea la Comisión de Paz del Senado 
de la República y la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia, 

DECRETA:
CAPITULO I

Comisión de Paz del Senado de la República y de la Cámara 
de Representantes

Artículo Io. Creación. Créase la Comisión de Paz del Senado de la 
República y la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes.

Artículo 2o. Integración, elección, vacancia y período. La Comi­
sión de Paz estará integrada así:

- Comisión de Paz del Senado de la República, ocho (8) Senadores.
- Comisión de Paz de la Cámara de Representantes, nueve (9) 

Representantes a la Cámara.
Las plenarias de cada Corporación, elegirán sus delegados en la 

Comisión, asegurando la representación de la mayoría de los partidos 
y movimientos políticos con asiento en el Congreso y garantizando la 
representación de las minorías.

Las vacantes definitivas serán ocupadas por la designación que 
hagan las respectivas plenarias de la Corporación.

Los miembros de la Comisión serán designados por un período 
personal de cuatro (4) afios.

Artículo 3o. Presidente y Vicepresidente, elección, período y no 
reelección. La Mesa Directiva de la Comisión de Paz de la Cámara de 
Representantes y de la Comisión de Paz del Senado de la República 
la conformarán el Presidente y el Vicepresidente, su elección corres­
ponderá al pleno de cada una de las Comisiones y se hará por un 
período de un (1) año. No habrá reelección, ni podrán ser reelegidos 
dentro del mismo cuatrienio constitucional.

Artículo 4o. Secretaría, subsecretaría, apoyo logísticoy operativo. 
El Secretario y subsecretarios de cada Comisión serán quien ejerza ese 
cargo en cada Corporación.

El apoyo logístico y operativo de la Comisión será suministrado por 
las respectivas secretarías generales de cada una de las Cámaras.

Artículo 5o. Asesores. La Comisión no podrá contratar asesores de 
planta ni bajo contrato de prestación de servicios. Los miembros de la 
Comisión, directamente o por intermedio del personal asignado a sus 
Unidades de Trabajo Legislativo (UTL) deberán encargarse de la 
elaboración de estudios, trabajos e informes propios del desarrollo de 
las funciones asignadas a la Comisión.

Artículo 6o. Funciones. Las Comisiones de Paz tendrán las siguien­
tes funciones:

particularidades del conflicto

así lo soliciten.

a violencia, así como hacerle

luellos casos de retención de

acional de Paz, de las mesas

1. Convocar o escuchar por solicitud de ellas, a todas las partes 
actoras o involucradas en el conflicto, 
espacios de diálogo.

2. Promover y presentar a consideración del Congreso iniciativas 
legislativas que tengan por objeto facilitar el logro de una paz negociada.

3. Discutir con los organismos de se 
necesidades para un total y efectivo cubi 
el país.

4. Convocar a los Ministros y a los Altos Funcionarios del Estado, 
a fin de que rindan informes sobre sus actuaciones, cuando ellas 
incidan en el desarrollo de las actividades tendientes a lograr la paz.

5. Promover o participar en foros, seminarios conferencias, que 
permitan al Congreso y sus miembros, tener una visión más clara con 
relación con las causas, los efectos y las 
armado, así como de las condiciones para lograr su superación por la 
vía de la negociación política.

6. Cuando se considere pertinente, recibir en audiencia pública a los 
ciudadanos que, sintiéndose afectados,

7. Estudiar la situación, las políticas gubernamentales y las solucio­
nes al problema de los desplazados por 
seguimiento permanente a la gestión estatal en esta materia.

8. Prestar ayuda humanitaria, en aq 
miembros de la sociedad civil o de la fiierza pública, víctimas de las 
organizaciones armadas al margen de la ley.

9. Recoger todo tipo de información que sea pertinente en relación 
con los asuntos de paz.

10. Evaluar los procesos de paz.
11. Apoyar la gestión de los congresistas que hagan parte del 

Consejo Nacional de Paz, del Comité F 
de negociación, concertación o conciliación, así como en cualquier 
otro escenario similar conformado por decisión gubernamental o 
congresional o establecido en la ley.

12. Rendir informes anuales a las plei 
enviar copia de ellos al Presidente de la 1 
opinión pública.

13. Promover procesos de conciencia ciudadana en materia de paz.
14. Promover jomadas pedagógicas en materia de Derechos Inter­

nacionales Humanitarios con los diferí 
armado, con el fin de lograr su respeto y e 
en medio del conflicto.

15. Todas las demás que por su naturaleza le obligue y que la 
Constitución, la ley y las directivas del Congreso de la República le 
asignen.

Artículo 7o. Reuniones. Las reunione: 
harán cada vez que el Presidente o el Vice 
las convoque y estarán clasificadas así:

a) Reuniones ordinarias. Para analizar, discutir y reflexionar sobre 
el desarrollo y los avances de los acontecimientos, de los temas y del 
Proceso de Paz, es decir, para efectuar el análisis de coyuntura y hacer 
las manifestaciones, recomendaciones, críticas, sugerencias y pro­
puestas a que haya lugar. También para analizar los informes que se 
presenten al Congreso o a las Comisiones sobre los asuntos de paz;

b) Reuniones extraordinarias. Para analizar, discutir y reflexionar 
sobre los informes y documentos que prepare las Comisiones u otros 
agentes estatales o no gubernamentales sobre los siguientes ejes 
temáticos:

- Reforma Política
- Reforma del Estado
- Reforma Económica
- Reforma Social
- Reforma Agraria
- Desplazados por la violencia.

con miras a abrir y promover

:guridad sus preocupaciones y 
rimiento del orden público en

¡narias de Senado y Cámara, 
República y divulgarlos a la

entes actores del conflicto
1 de la ciudadanía desarmada

s de la Comisión de Paz se 
^presidente de cada Comisión
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Artículo 8o. Régimen de funcionamiento aplicable. En lo que no sea 
contrario a esta ley, la comisión para su funcionamiento aplicará las 
disposiciones contenidas en la Ley 5a de 1992 (Reglamento del 
Congreso), las que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

CAPITULO II
Otras disposiciones

Artículo 9o. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 418 de 1997, el 
cual quedará así:

Artículo 7o. La Comisión de Paz del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes será la encargada de efectuar el segui­
miento de la aplicación de esta ley, recibir las quejas que se susciten 
con ocasión de la misrpa y revisar los informes que se soliciten al 
Gobierno Nacional.

El Gobierno, a través del Alto Comisionado para la Paz y el 
Ministro del Interior, deberá presentar informes dentro de los diez (10) 
primeros días de cada período legislativo a la Comisión de que trata 
este artículo, referidos a la utilización de las atribuciones que se le 
confieren mediante la presente ley, así como las medidas tendientes a 
mejorar las condiciones económicas de las zonas y grupos marginados 
de la población colombiana. La no presentación del informe, en el 
término establecido, dará lugar a que la Comisión de Paz del Senado 
de la República y de la Cámara de Representantes solicite a las 
plenarias del Congreso 
contra los funcionarios

Artículo 10. Modifiqúense los literales a) y b) del artículo 4o de la 
Ley 434 de 1998, los cuales quedarán así:

“a) Por la Rama Eje :utiva del Poder Público;
El Alto Comisionado para la Paz, los Ministros del Interior, de 

DefensaNacional, de Ji sticiay del Derecho, de Hacienda y el Director 
Nacional de Planeación.

Igualmente, para el tratamiento de los asuntos de índole familiar y 
policial, el Presidente 
Pública.

Cinco gobernadores.
Nacional, respetando la representación por regiones.

Cinco alcaldes, los que serán designados por el Gobierno Nacional 
respetando la representación por regiones.

Cinco diputados, los cuales designado por el Gobierno Nacional, 
respetando la representación por regiones.

Cinco concejales, lps cuales serán designados por el Gobierno 
Nacional, respetando la representación por regiones.

El Gobierno Nacior 
gobernadores, alcalde:

b) Por la Rama Legislativa de Poder Público:
- El Presidente del Senado.
- El Presidente de la Cámara de Representantes.
- El Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República 

y de la Cámara de Representantes.
- El Vicepresidente de la Comisión de Paz del Senado de la 

República y de la Cámara de Representantes.

se ejerzan las facultades de control político 
responsables”.

podrá invitar a los miembros de la Fuerza

.1 establecerá los mecanismos de elección para 
diputados y concejales;

- Dos (2) Senadores miembros de la Comisión de Paz del Senado 
de la República, teniendo en cuenta que uno (1) de ellos represente a 
las minorías políticas.

- Dos (2) representantes a la Cámara miembros de la Comisión de 
Paz de la Cámara de Representantes, teniendo en cuenta que uno (1) 
de ellos represente a las minorías políticas”...

Artículo 11. Modifiqúese el artículo 7o de la Ley 434 de 1998, el 
cual quedará así:

“Artículo 7o. Comité Nacional de Paz. El Consejo Nacional de Paz 
designará un Comité Nacional de Paz de sus propios miembros, 
agencia del Estado, como órgano ejecutor de las funciones que le 
delegue el Presidente de la República y aquellas que le asigne o 
delegue el Consejo Nacional de Paz, de conformidad con su reglamen­
to. El comité estará compuesto por nueve (9) miembros del Consejo 
Nacional de Paz, así: tres (3) representantes de los organismos de la 
sociedad civil, dos (2) de los órganos de control; dos (2) de la Rama 
Ejecutiva, y dos (2) de la Rama Legislativa, quienes deberán ser el 
Presidente de la Comisión de Paz del Senado de la República y el 
Presidente de la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes. La 
elección del Comité la hará el Presidente de la República en su 
condición de Presidente del Consejo Nacional de Paz.

En el ejercicio de las funciones propias del Comité, los particulares 
estarán sometidos al control del Ministerio Público”.

CAPITULO III
Derogaciones y vigencia

Artículo 12. Derogaciones. Esta ley deroga el literal b) del artículo 
2o del Decreto número 352 de 1999, como también, todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publica­
ción.

En los anteriores términos fue aprobado el presente proyecto de 
ley, según consta en el Acta número 33, con fecha 12 de junio de 2001.

El Secretario,
Eduardo López Villa.

, los que serán designados por el Gobierno
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